
ARTÍCULO 195. FORTALECIMIENTO DE LA CONSOLIDACIÓN TERRITORIAL. El
direccionamiento estratégico de la Política Nacional de Consolidación Territorial será
responsabilidad del Consejo de Seguridad Nacional. El Gobierno Nacional determinará y
revisará periódicamente las zonas de intervención, y creará y fortalecerá los mecanismos
institucionales de gerencia y coordinación civil del orden nacional y regional para su
implementación, aprovechando y fortaleciendo las capacidades del Centro de Coordinación de
Acción Integral de la Presidencia de la República (CCAI) y sus Centros de Coordinación
Regionales (CCR).

Las entidades nacionales del nivel central priorizarán esfuerzos y recursos de inversión
destinados al logro de los objetivos y estrategias de la Política Nacional de Consolidación
Territorial en las zonas focalizadas de conformidad con las Bases del Plan Nacional de
Desarrollo. Para ello, se podrán establecer mecanismos especiales de presupuestación basados en
la coordinación interinstitucional. El Gobierno Nacional coordinará con las entidades territoriales
para promover la priorización de recursos de inversión destinados al logro de estos objetivos y
estrategias.

El Gobierno Nacional coordinará con la rama judicial y la Fiscalía General de la Nación para
promover la priorización de recursos de inversión destinados al logro de los objetivos y
estrategias de la Política Nacional de Consolidación Territorial en las zonas focalizadas de
conformidad, con las Bases del Plan Nacional de Desarrollo.

Notas de Vigencia

- El texto de este artículo, al no haber sido derogado expresamente,  continuará vigente hasta
que sea derogado o modificado por norma posterior, según lo dispuesto por el artículo 336 de
la Ley 1955 de 2019, 'por el cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo 2018-2022. “Pacto
por Colombia, Pacto por la Equidad”', publicada en el Diario Oficial No. 50.964 de 25 de
mayo 2019.

- El texto de este artículo, al no haber sido derogado expresamente,  continuará vigente hasta
que sea derogado o modificado por norma posterior, según lo dispuesto por el artículo 267 de
la Ley 1753 de 2015, 'por la cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo 2014-2018 “Todos
por un nuevo país”', publicada en el Diario Oficial No. 49.538 de 9 de junio de 2015.

Concordancias

Directiva PRESIDENCIAL 6 de 2009  

ARTÍCULO 196. COORDINACIÓN PARA COMBATIR EL CRIMEN ORGANIZADO.
<Artículo derogado por el artículo 336 de la Ley 1955 de 2019>

Notas de Vigencia



- Artículo derogado por el artículo 336 de la Ley 1955 de 2019, 'por el cual se expide el Plan
Nacional de Desarrollo 2018-2022. “Pacto por Colombia, Pacto por la Equidad”', publicada
en el Diario Oficial No. 50.964 de 25 de mayo 2019.

- El texto de este artículo, al no haber sido derogado expresamente,  continuará vigente hasta
que sea derogado o modificado por norma posterior, según lo dispuesto por el artículo 267 de
la Ley 1753 de 2015, 'por la cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo 2014-2018 “Todos
por un nuevo país”', publicada en el Diario Oficial No. 49.538 de 9 de junio de 2015.

Legislación Anterior

Texto original de la Ley 1450 de 2011:

ARTÍCULO 196. El Gobierno Nacional coordinará con la rama judicial y la Fiscalía General
de la Nación programas para el fortalecimiento de la justicia especializada con el fin de
mejorar su capacidad de gestión frente a fenómenos de criminalidad organizada.

ARTÍCULO 197. APOYO A LA DESCONGESTIÓN JUDICIAL Y GARANTÍA DE
ACCESO EFICAZ A LA JUSTICIA. El Gobierno Nacional, en coordinación y bajo el marco del
respeto a la autonomía de la rama judicial, apoyará las acciones que permitan aumentar la
eficiencia y eficacia de la gestión judicial, garanticen la descongestión de los despachos
judiciales y permitan alcanzar una justicia al día para todos los ciudadanos.

Con este propósito, el CONPES emitirá las recomendaciones necesarias para garantizar los
siguientes aspectos relacionados con la administración de justicia:

a) Adecuada en presencia del territorio nacional de los tribunales y juzgados requeridos para
atender, en debida forma, la demanda por los servicios de justicia y la necesaria presencia
institucional de la Rama Judicial en el territorio;

b) Adecuados medios tecnológicos, de infraestructura y de personal que garanticen la eficiente
tramitación de los procesos, la atención de los usuarios y el acceso a las tecnologías de la
información y las comunicaciones;

c) El plan de descongestión previsto en el artículo 304 de la Ley 1437 de 2011, se aplicará a
todas las jurisdicciones;

d) Adecuada implementación de los Mecanismos Alternativos de Solución de Conflictos
–MASC– desjudicialización y ejercicio de funciones jurisdiccionales para autoridades
administrativas;

e) Adecuada implementación de los planes, programas y mecanismos de conciliación,
transacción y reconocimiento judicial de derechos por parte de las entidades públicas, para hacer
efectivo el derecho a la igualdad y la reducción de la ligitiosidad;

f) De la misma forma, y de conformidad con lo establecido en el artículo 97 de la Ley Estatutaria
de la Administración de la Justicia, la Comisión Interinstitucional de la Rama Judicial, emitirá
concepto previo sobre la distribución que se haga, entre las diferentes jurisdicciones, del
presupuesto de inversión, descongestión y recursos extraordinarios de la Rama Judicial,
incluyendo las necesidades de la jurisdicción disciplinaria.



Así mismo, dicha Comisión ejercerá la vigilancia y control que de la anterior distribución deba
ejecutar la Sala Administrativa de Consejo Superior de la Judicatura y el director ejecutivo de la
Rama Judicial.

Notas de Vigencia

- El texto de este artículo, al no haber sido derogado expresamente,  continuará vigente hasta
que sea derogado o modificado por norma posterior, según lo dispuesto por el artículo 336 de
la Ley 1955 de 2019, 'por el cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo 2018-2022. “Pacto
por Colombia, Pacto por la Equidad”', publicada en el Diario Oficial No. 50.964 de 25 de
mayo 2019.

- El texto de este artículo, al no haber sido derogado expresamente,  continuará vigente hasta
que sea derogado o modificado por norma posterior, según lo dispuesto por el artículo 267 de
la Ley 1753 de 2015, 'por la cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo 2014-2018 “Todos
por un nuevo país”', publicada en el Diario Oficial No. 49.538 de 9 de junio de 2015.

ARTÍCULO 198. DESCONGESTIÓN POR RAZÓN DE LA CUANTÍA EN LA
JURISDICCIÓN DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. Con el propósito de evitar la
congestión de los Tribunales Administrativos y del Consejo de Estado, en los procesos que
cursen o deban cursar ante la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo y en relación con los
cuales a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley no se hubiere notificado en debida
forma el correspondiente auto admisorio de la demanda o cuando este no se hubiere expedido y
cuyas demandas se presenten hasta antes del 2 de julio de 2012, la competencia por razón de la
cuantía se determinará con sujeción a las reglas consagradas en el artículo 157 de la Ley 1437 de
2011.

En los casos a que hace referencia el último inciso del artículo 157 de la Ley 1437 de 2011, la
cuantía se determinará por el valor del cálculo actuarial.

Notas de Vigencia

- El texto de este artículo, al no haber sido derogado expresamente,  continuará vigente hasta
que sea derogado o modificado por norma posterior, según lo dispuesto por el artículo 336 de
la Ley 1955 de 2019, 'por el cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo 2018-2022. “Pacto
por Colombia, Pacto por la Equidad”', publicada en el Diario Oficial No. 50.964 de 25 de
mayo 2019.

- El texto de este artículo, al no haber sido derogado expresamente,  continuará vigente hasta
que sea derogado o modificado por norma posterior, según lo dispuesto por el artículo 267 de
la Ley 1753 de 2015, 'por la cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo 2014-2018 “Todos
por un nuevo país”', publicada en el Diario Oficial No. 49.538 de 9 de junio de 2015.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Artículo declarado EXEQUIBLE, por el cargo de violación del principio de unidad de
materia, por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-363-12 de 16 de mayo de 2012,
Magistrado Ponente Dr. Luis Ernesto Vargas Silva.



ARTÍCULO 199. FUNCIONES DEL MINISTERIO DEL INTERIOR Y DE JUSTICIA EN
MATERIA DE Y DESCONGESTIÓN. <Artículo subrogado por el artículo 24 de la Ley 1564 de
2012. Sentencia C-156-13>

Notas de Vigencia

- Artículo derogado por el artículo 267 de la Ley 1753 de 2015, 'por la cual se expide el Plan
Nacional de Desarrollo 2014-2018 “Todos por un nuevo país”', publicada en el Diario Oficial
No. 49.538 de 9 de junio de 2015.

- Artículo subrogado por el artículo 24 de la Ley 1564 de 2012, por medio de la cual se
expide el Código General del Proceso y se dictan otras disposiciones, publicada en el Diario
Oficial No. 48.489 de 12 de julio de 2012. Según lo dispuesto por la Corte Constitucional en
Sentencia C-156-13.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- La Corte Constitucional se declaró INHIBIDA de fallar sobre este artículo, mediante
Sentencia C-156-13 de 20 de marzo de 2013, Magistrado Ponente Dr. Luis Ernesto Vargas
Silva,  'por violación de los principios de consecutividad, identidad flexible, unidad de
materia y omisión de debate en el trámite legislativo, de acuerdo con lo expuesto en el
acápite “cuestiones previas” y, concretamente, debido a que en virtud de la subrogación de la
norma por el artículo 24 de la Ley 1564 de 2012, un pronunciamiento sobre esos cargos
resultaría inocuo'.

Concordancias

Decreto 2897 de 2011, Art. 14 Num. 5o.  

Legislación Anterior

Texto original de la Ley 1450 de 2011:

ARTÍCULO 199. Con el fin de contribuir al acceso eficaz a la justicia y a la descongestión
judicial, el Ministerio del Interior y de Justicia, o quien haga sus veces, a través de la
dependencia que para tales efectos determine la estructura interna, podrá, bajo el principio de
gradualidad en la oferta, operar servicios de justicia en todos los asuntos jurisdiccionales que
de conformidad con lo establecido en la Ley 446 de 1998 sobre descongestión, eficiencia y
acceso a la justicia han sido atribuidos a la Superintendencia de Industria y Comercio,
Superintendencia Financiera y Superintendencia de Sociedades, así como en los asuntos
jurisdiccionales previstos en la Ley 1380 de 2010 sobre insolvencia de personas naturales no
comerciantes y en la Ley 1098 de 2006 de conocimiento de los defensores y comisarios de
familia.

Estos procedimientos se sustanciarán de conformidad con los procedimientos actualmente
vigentes.

Los servicios de justicia aquí regulados generan competencia a prevención y por ende no
excluyen la competencia otorgada por la ley a las autoridades judiciales y a autoridades
administrativas en estos determinados asuntos.



La operación de los referidos servicios de justicia debe garantizar la independencia, la
especialidad y el control jurisdiccional a las decisiones que pongan fin a la actuación, tal y
como está regulada la materia en cuanto el ejercicio de funciones jurisdiccionales por parte
de autoridades administrativas.

El Gobierno Nacional reglamentará la forma en que se haga efectiva la operación de estos
servicios de justicia.

El Ministerio del Interior y de Justicia, o quien haga sus veces, podrá asesorar y ejercer la
representación judicial de las personas que inicien procesos judiciales de declaración de
pertenencia con miras al saneamiento de sus propiedades.

Lo previsto en este artículo no generará erogaciones presupuestales adicionales.

ARTÍCULO 200. GESTIÓN DE LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA. Para todos los
efectos legales, en los procesos en los que la parte demandada ya se hubiere notificado del auto
admisorio de la demanda o del mandamiento ejecutivo, el plazo de duración de la primera
instancia previsto en el artículo 9o de la Ley 1395 de 2010, comenzará a contarse a partir del día
siguiente a la vigencia de esta ley.

Desde esta última fecha también comenzará a correr el plazo de duración de la segunda instancia
para los procesos que ya se hubieren recibido en la Secretaría del juzgado o tribunal.

Para los demás procesos, los plazos de duración previstos en el artículo 9o de la Ley 1395 de
2010 comenzarán a contarse desde el momento en que se configure el presupuesto establecido en
esa disposición.

El plazo de duración para los procesos de única instancia será el señalado para los de primera.

Vencido el respectivo término sin haberse dictado la sentencia, el expediente pasará a un Juez o
Magistrado itinerante designado por la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura
o quien siga en turno según lo prevé el artículo 9o de la Ley 1395 de 2010.

Los términos a que se refiere el artículo 9o de la Ley 1395 de 2010 no aplican en los procesos
que se tramitan ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo.

Notas de Vigencia

- El texto de este artículo, al no haber sido derogado expresamente,  continuará vigente hasta
que sea derogado o modificado por norma posterior, según lo dispuesto por el artículo 336 de
la Ley 1955 de 2019, 'por el cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo 2018-2022. “Pacto
por Colombia, Pacto por la Equidad”', publicada en el Diario Oficial No. 50.964 de 25 de
mayo 2019.

- El texto de este artículo, al no haber sido derogado expresamente,  continuará vigente hasta
que sea derogado o modificado por norma posterior, según lo dispuesto por el artículo 267 de
la Ley 1753 de 2015, 'por la cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo 2014-2018 “Todos
por un nuevo país”', publicada en el Diario Oficial No. 49.538 de 9 de junio de 2015.

Jurisprudencia Vigencia



Corte Constitucional

- La Corte Constitucional se declaró INHIBIDA de fallar sobre este último inciso, mediante
Sentencia C-229-15 de 29 de abril de 2015, Magistrado Ponente Dr. Gabriel Eduardo
Mendoza Martelo.

'Sin embargo, la Sala encontró dos razones que impedían un pronunciamiento de fondo sobre
lo planteado. La primera de ellas relacionada con la actual falta de vigencia de la norma
acusada, al haber sido derogada por el Código General del Proceso el artículo 9º de la Ley
1395 de 2010, que es la norma cuya aplicación excepcionaba la ahora acusada. (...) '

ARTÍCULO 201. SISTEMA DE RESPONSABILIDAD PENAL PARA ADOLESCENTES,
SRPA. En desarrollo del principio de corresponsabilidad y protección integral de los derechos de
los niños, niñas y adolescentes, el Gobierno Nacional con el concurso de los gobiernos
territoriales dará prioridad al Sistema de Responsabilidad Penal para Adolescentes, SRPA. Se
iniciará la construcción de Centros de Atención Especializada, CAES, e internamiento
preventivo, para el cumplimiento de las medidas privativas de la libertad de los adolescentes en
conflicto con la ley en función de la demanda de SRPA, de criterios de cobertura regional y
cofinanciación de las entidades territoriales. El diseño, la construcción y dotación de estos
Centros responderán a estándares en la materia, asegurando tanto el carácter pedagógico y
finalidad restaurativa del Sistema, como las medidas de seguridad requeridas para hacer efectiva
la privación de la libertad. Asimismo, se promoverá dotar de contenidos las diferentes medidas
contempladas en SRPA, monitoreando la calidad y pertinencia de las intervenciones en el
horizonte de una efectiva resocialización del adolescente que incurre en una conducta punible.
Adicionalmente, se avanzará en el diseño y desarrollo de un esquema de monitoreo y
seguimiento post-institucional de los adolescentes que han cumplido con su sanción.

Concordancias

Ley 1453 de 2011; Art. 89; Par. 3o.         

Ley 1098 de 2006; Art. 50; Art. 139; Art. 141; Art. 177 Par. 3o.  

PARÁGRAFO 1o. Las entidades que hacen parte del Sistema de Responsabilidad Penal para
Adolescentes, tanto de las diferentes ramas de poder público como niveles de gobierno, sumarán
esfuerzos con el fin de contar con un sistema de información unificado e interinstitucional del
SRPA en funcionamiento; que brinde información oportuna y pertinente sobre el adolescente
vinculado a este, su proceso judicial y de restablecimiento de derechos. Dicho sistema deberá ser
una fuente de información estratégica para el seguimiento, monitoreo y evaluación de la atención
del SRPA, de manera que permita la toma de decisiones adecuadas.

PARÁGRAFO 2o. Para el logro de los compromisos y apuestas establecidas en el presente
artículo y las bases del Plan Nacional de Desarrollo 2010-2014, el Gobierno Nacional tendrá
como uno de los ejes centrales en su agenda de cooperación los asuntos relativos al SRPA. En
consecuencia, será una prioridad la gestión de cooperación internacional técnica y financiera en
la materia. De otra parte, incentivará la participación activa de la sociedad civil organizada y el
sector privado en los propósitos establecidos.

Notas de Vigencia



- El texto de este artículo, al no haber sido derogado expresamente,  continuará vigente hasta
que sea derogado o modificado por norma posterior, según lo dispuesto por el artículo 336 de
la Ley 1955 de 2019, 'por el cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo 2018-2022. “Pacto
por Colombia, Pacto por la Equidad”', publicada en el Diario Oficial No. 50.964 de 25 de
mayo 2019.

- El texto de este artículo, al no haber sido derogado expresamente,  continuará vigente hasta
que sea derogado o modificado por norma posterior, según lo dispuesto por el artículo 267 de
la Ley 1753 de 2015, 'por la cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo 2014-2018 “Todos
por un nuevo país”', publicada en el Diario Oficial No. 49.538 de 9 de junio de 2015.

CAPÍTULO V.

SOSTENIBILIDAD AMBIENTAL Y PREVENCIÓN DEL RIESGO.

ARTÍCULO 202. DELIMITACIÓN DE ECOSISTEMAS DE PÁRAMOS Y HUMEDALES.
<Artículo derogado por el artículo 267 de la Ley 1753 de 2015>

Notas de Vigencia

- Artículo derogado por el artículo 267 de la Ley 1753 de 2015, 'por la cual se expide el Plan
Nacional de Desarrollo 2014-2018 “Todos por un nuevo país”', publicada en el Diario Oficial
No. 49.538 de 9 de junio de 2015.

Concordancias

Ley 1753 de 2015; Art. 172; Art. 173

Ley 1707 de 2014; Art. 10 Par. 3o.  

Legislación Anterior

Texto original de la Ley 1450 de 2011:

ARTÍCULO 202. Los ecosistemas de páramos y humedales deberán ser delimitados a escala
1:25.000 con base en estudios técnicos, económicos, sociales y ambientales adoptados por el
Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial o quien haga sus veces. La
delimitación será adoptada por dicha entidad mediante acto administrativo.

Las Corporaciones Autónomas Regionales, las de Desarrollo Sostenible, los grandes centros
urbanos y los Establecimientos Públicos Ambientales realizarán el proceso de zonificación,
ordenamiento y determinación del régimen de usos de estos ecosistemas, con fundamento en
dicha delimitación, de acuerdo con las normas de carácter superior y conforme a los criterios
y directrices trazados por el Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial o
quien haga sus veces. Para lo anterior, tendrán un plazo de hasta tres (3) años a partir de que
se cuente con la delimitación.

PARÁGRAFO 1o. En los ecosistemas de páramos no se podrán adelantar actividades
agropecuarias, ni de exploración o explotación de hidrocarburos y minerales, ni construcción
de refinerías de hidrocarburos. Para tales efectos se considera como referencia mínima la



cartografía contenida en el Atlas de Páramos de Colombia del Instituto de Investigación
Alexander von Humboldt, hasta tanto se cuente con cartografía a escala más detallada.

PARÁGRAFO 2o. En los ecosistemas de humedales se podrán restringir parcial o totalmente
las actividades agropecuarias, de exploración de alto impacto y explotación de hidrocarburos
y minerales con base en estudios técnicos, económicos, sociales y ambientales adoptados por
el Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial o quien haga sus veces. El
Gobierno Nacional dentro de los noventa (90) días calendario siguientes a la expedición de
esta Ley reglamentará los criterios y procedimientos para el efecto. En todo caso, en
humedales designados dentro de la lista de importancia internacional de la convención
RAMSAR no se podrán adelantar dichas actividades.

ARTÍCULO 203. ÁREAS FORESTALES. Modifíquese el artículo 202 del Decreto-ley 2811
de 1974, el cual quedará de la siguiente manera:

“Artículo 202. El presente título regula el manejo de los suelos forestales por su naturaleza y de
los bosques que contienen, que para los efectos del presente código, se denominan áreas
forestales.

Las áreas forestales podrán ser protectoras y productoras.

La naturaleza forestal de los suelos será determinada con base en estudios técnicos, ambientales y
socioeconómicos adoptados por el Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial o
quien haga sus veces.

Corresponde a las Corporaciones Autónomas Regionales, bajo la coordinación del Ministerio de
Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial o quien haga sus veces, realizar la clasificación,
ordenamiento y zonificación y, determinar el régimen de usos de las áreas forestales en el
territorio nacional, salvo las que se encuentren en las áreas de reserva forestal nacional y en áreas
que conforman el sistema de parques nacionales naturales”.

Notas de Vigencia

- El texto de este artículo, al no haber sido derogado expresamente,  continuará vigente hasta
que sea derogado o modificado por norma posterior, según lo dispuesto por el artículo 336 de
la Ley 1955 de 2019, 'por el cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo 2018-2022. “Pacto
por Colombia, Pacto por la Equidad”', publicada en el Diario Oficial No. 50.964 de 25 de
mayo 2019.

- El texto de este artículo, al no haber sido derogado expresamente,  continuará vigente hasta
que sea derogado o modificado por norma posterior, según lo dispuesto por el artículo 267 de
la Ley 1753 de 2015, 'por la cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo 2014-2018 “Todos
por un nuevo país”', publicada en el Diario Oficial No. 49.538 de 9 de junio de 2015.

ARTÍCULO 204. ÁREAS DE RESERVA FORESTAL. Las áreas de reserva forestal podrán
ser protectoras o productoras. Las áreas de reserva forestal protectoras nacionales son áreas
protegidas y hacen parte del Sistema Nacional de Áreas Protegidas.

Las autoridades ambientales, en el marco de sus competencias, y con base en estudios técnicos,
económicos, sociales y ambientales adoptados por el Ministerio de Ambiente, Vivienda y



Desarrollo Territorial, podrán declarar, reservar, alinderar, realinderar, sustraer, integrar o
recategorizar las áreas de reserva forestal. En los casos en que proceda la sustracción de las áreas
de reserva forestal, sea esta temporal o definitiva, la autoridad ambiental competente impondrá al
interesado en la sustracción, las medidas de compensación, restauración y recuperación a que
haya lugar, sin perjuicio de las que sean impuestas en virtud del desarrollo de la actividad que se
pretenda desarrollar en el área sustraída. Para el caso de sustracción temporal, las
compensaciones se establecerán de acuerdo con el área afectada.

PARÁGRAFO 1o. En las áreas de reserva forestal protectoras no se podrán desarrollar
actividades mineras, ni se podrán sustraer para ese fin. Las actividades que se pretendan
desarrollar en estas áreas, deben estar en consonancia con el régimen de usos previsto para el
efecto, conforme a la regulación que expida el Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo
Territorial sobre la materia.

PARÁGRAFO 2o. El Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial o quien haga
sus veces señalará las actividades que ocasionen bajo impacto ambiental y que además, generen
beneficio social, de manera tal que se pueden desarrollar en las áreas de reserva forestal, sin
necesidad de efectuar la sustracción de las mismas. Así mismo, establecerá las condiciones y las
medidas de manejo ambiental requeridas para adelantar dichas actividades.

PARÁGRAFO 3o. Las áreas de reserva forestal establecidas por el artículo 1o de la Ley 2ª de
1959 y las demás áreas de reserva forestal nacionales, únicamente podrán ser objeto de
realinderación, sustracción, zonificación, ordenamiento, recategorización, incorporación,
integración y definición del régimen de usos, por parte del Ministerio de Ambiente, Vivienda y
Desarrollo Territorial o la entidad que haga sus veces con base en estudios técnicos, económicos,
sociales y ambientales y con la colaboración del Ministerio respectivo según el área de interés de
que se trate.

Notas de Vigencia

- El texto de este artículo, al no haber sido derogado expresamente,  continuará vigente hasta
que sea derogado o modificado por norma posterior, según lo dispuesto por el artículo 336 de
la Ley 1955 de 2019, 'por el cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo 2018-2022. “Pacto
por Colombia, Pacto por la Equidad”', publicada en el Diario Oficial No. 50.964 de 25 de
mayo 2019.

- El texto de este artículo, al no haber sido derogado expresamente,  continuará vigente hasta
que sea derogado o modificado por norma posterior, según lo dispuesto por el artículo 267 de
la Ley 1753 de 2015, 'por la cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo 2014-2018 “Todos
por un nuevo país”', publicada en el Diario Oficial No. 49.538 de 9 de junio de 2015.

ARTÍCULO 205. TASAS DE DEFORESTACIÓN. <Artículo derogado por el artículo 267 de
la Ley 1753 de 2015>

Notas de Vigencia

- Artículo derogado por el artículo 267 de la Ley 1753 de 2015, 'por la cual se expide el Plan
Nacional de Desarrollo 2014-2018 “Todos por un nuevo país”', publicada en el Diario Oficial
No. 49.538 de 9 de junio de 2015.

Legislación Anterior



Texto original de la Ley 1450 de 2011:

ARTÍCULO 205. Las coberturas de bosque natural y las tasas de deforestación serán
monitoreadas anualmente mediante la metodología que para tal fin sea definida por el
Gobierno Nacional, en cabeza del Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial,
o quien haga sus veces, para lo cual tendrá un plazo de hasta un (1) año a partir de la
promulgación de la presente ley.

ARTÍCULO 206. RONDAS HÍDRICAS. Corresponde a las Corporaciones Autónomas
Regionales y de Desarrollo Sostenible, los Grandes Centros Urbanos y los Establecimientos
Públicos Ambientales efectuar, en el área de su jurisdicción y en el marco de sus competencias,
el acotamiento de la faja paralela a los cuerpos de agua a que se refiere el literal d) del artículo 83
del Decreto-ley 2811 de 1974 y el área de protección o conservación aferente, para lo cual
deberán realizar los estudios correspondientes, conforme a los criterios que defina el Gobierno
Nacional.

Notas de Vigencia

- El texto de este artículo, al no haber sido derogado expresamente,  continuará vigente hasta
que sea derogado o modificado por norma posterior, según lo dispuesto por el artículo 336 de
la Ley 1955 de 2019, 'por el cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo 2018-2022. “Pacto
por Colombia, Pacto por la Equidad”', publicada en el Diario Oficial No. 50.964 de 25 de
mayo 2019.

- El texto de este artículo, al no haber sido derogado expresamente,  continuará vigente hasta
que sea derogado o modificado por norma posterior, según lo dispuesto por el artículo 267 de
la Ley 1753 de 2015, 'por la cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo 2014-2018 “Todos
por un nuevo país”', publicada en el Diario Oficial No. 49.538 de 9 de junio de 2015.

Concordancias

Decreto Único 1076 de 2015; Sección 2.2.3.2.3A  

ARTÍCULO 207. CONSERVACIÓN DE ECOSISTEMAS DE ARRECIFES DE CORAL.
Se dará protección a los ecosistemas de arrecifes de coral, manglares y praderas de pastos
marinos de todas las zonas marinas de jurisdicción nacional definidos por el “Atlas de Áreas
Coralinas de Colombia” y el “Atlas Las Praderas de Pastos Marinos en Colombia: estructura y
distribución de un ecosistema estratégico”, elaborados por el Instituto de Investigaciones Marinas
y Costeras “José Benito Vives de Andreis”.

PARÁGRAFO 1o. En arrecifes de coral y manglares se prohíbe el desarrollo de actividades
mineras, exploración, explotación de hidrocarburos, acuicultura, pesca industrial de arrastre y la
extracción de componentes de corales para la elaboración de artesanías.

PARÁGRAFO 2o. En pastos marinos, se podrá restringir parcial o totalmente el desarrollo de
actividades mineras, de exploración y explotación de hidrocarburos, acuicultura y pesca
industrial de arrastre con base en estudios técnicos, económicos, sociales y ambientales
adoptados por el Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial o quien haga sus
veces. El Gobierno Nacional, dentro de los noventa (90) días calendario siguientes a la
expedición de esta ley reglamentará los criterios y procedimientos para el efecto.



Concordancias

Decreto Único 1076 de 2015; Título 2.2.4

PARÁGRAFO 3o. <Ver Notas de Vigencia> Los planes de manejo de las unidades ambientales
costeras, deberán establecer pautas generales para la conservación y restauración, manejo
integrado y uso sostenible de ecosistemas de arrecifes de coral. Para tal fin, corresponde a las
Corporaciones Autónomas Regionales y de Desarrollo Sostenible de los departamentos costeros
elaborar los planes de manejo costero de las Unidades Ambientales Costeras, en un término no
mayor a dos (2) años contados a partir de la entrada en vigencia de esta ley, para lo cual, contarán
con el apoyo técnico de los institutos de investigación. Los Planes deberán ser presentados al
Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial para su aprobación mediante acto
administrativo.

Notas de Vigencia

- Parágrafo modificado por el Decreto Ley 3570 de 2011, según lo dispuesto en su artículo
40, publicado en el Diario Oficial No. 48.205 de 27 de septiembre de 2011. Sobre el tema
tratado en este parágrafo, establece el artículo 17:

'ARTÍCULO 17. FUNCIONES DE LA DIRECCIÓN DE ASUNTOS MARINOS,
COSTEROS Y RECURSOS ACUÁTICOS. Son funciones de la Dirección de Asuntos
Marinos, Costeros y Recursos Acuáticos, las siguientes:

...

'2. Formular los planes, programas y proyectos con respecto a la conservación, protección,
manejo, uso sostenible y restauración de los ecosistemas costeros y marinos.

...

'10. Proponer las regulaciones en materia de planes de manejo integrado de las unidades
ambientales costeras.

'11. Emitir concepto previo a la aprobación de los planes de manejo integrado de las unidades
ambientales costeras que deben ser adoptados por las corporaciones autónomas regionales.'

Concordancias

Decreto Único 1076 de 2015; Título 2.2.4

Notas de Vigencia



- El texto de este artículo, al no haber sido derogado expresamente,  continuará vigente hasta
que sea derogado o modificado por norma posterior, según lo dispuesto por el artículo 336 de
la Ley 1955 de 2019, 'por el cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo 2018-2022. “Pacto
por Colombia, Pacto por la Equidad”', publicada en el Diario Oficial No. 50.964 de 25 de
mayo 2019.

- El texto de este artículo, al no haber sido derogado expresamente,  continuará vigente hasta
que sea derogado o modificado por norma posterior, según lo dispuesto por el artículo 267 de
la Ley 1753 de 2015, 'por la cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo 2014-2018 “Todos
por un nuevo país”', publicada en el Diario Oficial No. 49.538 de 9 de junio de 2015.

ARTÍCULO 208. AUTORIDAD AMBIENTAL MARINA DE LAS CORPORACIONES.
Las Corporaciones Autónomas Regionales y las de Desarrollo Sostenibles de los departamentos
costeros, ejercerán sus funciones de autoridad ambiental en las zonas marinas hasta el límite de
las líneas de base recta establecidas en el Decreto 1436 de 1984, salvo las competencias que de
manera privativa corresponden al Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial y a
la Corporación para el Desarrollo Sostenible del Archipiélago de San Andrés, Providencia y
Santa Catalina –CORALINA–.

PARÁGRAFO 1o. En los sectores en los cuales no se encuentran establecidas las líneas de base
recta, la zona marina se fijará entre la línea de costa y hasta una línea paralela localizada a doce
(12) millas náuticas de distancia mar adentro, en todos los casos la jurisdicción de la autoridad
ambiental será aquella que corresponda a la mayor distancia a la línea de costa.

PARÁGRAFO 2o. La línea de límite perpendicular a la línea de costa será establecida por el
Ministerio de Ambiente Vivienda y Desarrollo Territorial, o quien haga sus veces, con el apoyo
del Instituto de Investigaciones Marinas y Costeras José Benito Vives de Andréis - INDEMAR.

PARÁGRAFO 3o. El Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial o quien haga
sus veces, y la Dirección General Marítima establecerán los criterios técnicos y administrativos
para el otorgamiento de las concesiones, permisos y licencias sobre los bienes de uso público del
dominio marino y costero de la Nación. Los criterios establecidos serán adoptados mediante acto
administrativo expedido por la Dirección General Marítima y serán de obligatorio cumplimiento
por los permisionarios, sean personas naturales o jurídicas, nacionales o extranjeros.

Notas de Vigencia

- El texto de este artículo, al no haber sido derogado expresamente,  continuará vigente hasta
que sea derogado o modificado por norma posterior, según lo dispuesto por el artículo 336 de
la Ley 1955 de 2019, 'por el cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo 2018-2022. “Pacto
por Colombia, Pacto por la Equidad”', publicada en el Diario Oficial No. 50.964 de 25 de
mayo 2019.

- El texto de este artículo, al no haber sido derogado expresamente,  continuará vigente hasta
que sea derogado o modificado por norma posterior, según lo dispuesto por el artículo 267 de
la Ley 1753 de 2015, 'por la cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo 2014-2018 “Todos
por un nuevo país”', publicada en el Diario Oficial No. 49.538 de 9 de junio de 2015.

ARTÍCULO 209. SEGUIMIENTO AL TRANSPORTE DE CARBÓN. <Artículo derogado



por el artículo 267 de la Ley 1753 de 2015>

Notas de Vigencia

- Artículo derogado por el artículo 267 de la Ley 1753 de 2015, 'por la cual se expide el Plan
Nacional de Desarrollo 2014-2018 “Todos por un nuevo país”', publicada en el Diario Oficial
No. 49.538 de 9 de junio de 2015.

Legislación Anterior

Texto original de la Ley 1450 de 2011:

ARTÍCULO 209. Las Corporaciones Autónomas Regionales y de Desarrollo Sostenible,
dentro de cuya jurisdicción se transporte carbón, deberán reportar semestralmente al
Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial o quien haga sus veces, al
Ministerio de Transporte y a la Comisión Nacional de Salud Ambiental (CONASA), las
acciones realizadas en respuesta al cumplimiento de la normatividad existente en materia de
transporte de carbón. El reporte deberá incluir los resultados de las acciones con la
observancia de los planes de ordenamiento territorial en concordancia con la Ley 388 de 1997
y las recomendaciones de mejoramiento específicas para cada entidad y agente involucrado
en esta actividad.

PARÁGRAFO. Con base en dichos reportes, la autoridad ambiental competente impondrá
las sanciones respectivas del caso, en el marco de la Ley 1333 de 2010 <sic, 2009> y dará
traslado al Ministerio de Transporte para lo de su competencia.

ARTÍCULO 210. ADQUISICIÓN DE ÁREAS DE INTERÉS PARA ACUEDUCTOS
MUNICIPALES. El artículo 111 de la Ley 99 de 1993 quedará así:

“Artículo 111. Adquisición de áreas de interés para acueductos municipales y regionales.
Declárense de interés público las áreas de importancia estratégica para la conservación de
recursos hídricos que surten de agua los acueductos municipales, distritales y regionales.

Los departamentos y municipios dedicarán un porcentaje no inferior al 1% de sus ingresos
corrientes para la adquisición y mantenimiento de dichas zonas o para financiar esquemas de
pago por servicios ambientales.

Los recursos de que trata el presente artículo, se destinarán prioritariamente a la adquisición y
mantenimiento de las zonas.

Las autoridades ambientales definirán las áreas prioritarias a ser adquiridas con estos recursos o
dónde se deben implementar los esquemas por pagos de servicios ambientales de acuerdo con la
reglamentación que el Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial expida para el
efecto. Su administración corresponderá al respectivo distrito o municipio. Los municipios,
distritos y departamentos garantizarán la inclusión de los recursos dentro de sus planes de
desarrollo y presupuestos anuales respectivos, individualizándose la partida destinada para tal
fin.

PARÁGRAFO 1o. Los proyectos de construcción y operación de distritos de riego deberán
dedicar un porcentaje no inferior al 1% del valor de la obra a la adquisición de áreas estratégicas
para la conservación de los recursos hídricos que los surten de agua. Para los distritos de riego



que requieren licencia ambiental, aplicará lo contenido en el parágrafo del artículo 43 de la Ley
99 de 1993.

PARÁGRAFO 2o. El Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial, Institutos de
Investigación Científica adscritos y vinculados, las Corporaciones Autónomas Regionales y de
Desarrollo Sostenible, las Autoridades Ambientales de los Grandes Centros Urbanos y los
establecimientos ambientales a que se refiere el artículo 13 de la Ley 768 de 2002, podrán en el
marco de sus competencias, efectuar los aportes técnicos, financieros y operativos requeridos
para la consolidación del instrumento de pago por servicios ambientales y el desarrollo de
proyectos derivados de este instrumento”.

Notas de Vigencia

- El texto de este artículo, al no haber sido derogado expresamente,  continuará vigente hasta
que sea derogado o modificado por norma posterior, según lo dispuesto por el artículo 336 de
la Ley 1955 de 2019, 'por el cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo 2018-2022. “Pacto
por Colombia, Pacto por la Equidad”', publicada en el Diario Oficial No. 50.964 de 25 de
mayo 2019.

- El texto de este artículo, al no haber sido derogado expresamente,  continuará vigente hasta
que sea derogado o modificado por norma posterior, según lo dispuesto por el artículo 267 de
la Ley 1753 de 2015, 'por la cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo 2014-2018 “Todos
por un nuevo país”', publicada en el Diario Oficial No. 49.538 de 9 de junio de 2015.

ARTÍCULO 211. TASAS RETRIBUTIVAS Y COMPENSATORIAS. Modifíquese y
adiciónense los siguientes parágrafos al artículo 42 de la Ley 99 de 1993:

“Parágrafo 1o. Las tasas retributivas y compensatorias se aplicarán incluso a la contaminación
causada por encima de los límites permisibles sin perjuicio de la imposición de las medidas
preventivas y sancionatorias a que haya lugar. El cobro de esta tasa no implica bajo ninguna
circunstancia la legalización del respectivo vertimiento”.

PARÁGRAFO 2o. Los recursos provenientes del recaudo de las tasas retributivas se destinarán a
proyectos de inversión en descontaminación y monitoreo de la calidad del recurso respectivo.
Para cubrir los gastos de implementación y seguimiento de la tasa, la autoridad ambiental
competente podrá utilizar hasta el 10% de los recursos recaudados.

PARÁGRAFO 3o. Los recursos provenientes del recaudo de las tasas compensatorias se
destinarán a la protección y renovación del recurso natural respectivo, teniendo en cuenta las
directrices del Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial, o quien haga sus veces.
Para cubrir gastos de implementación y seguimiento de la tasa, la autoridad ambiental podrá
utilizar hasta el diez por ciento (10%) de los recaudos”.

Notas de Vigencia



- El texto de este artículo, al no haber sido derogado expresamente,  continuará vigente hasta
que sea derogado o modificado por norma posterior, según lo dispuesto por el artículo 336 de
la Ley 1955 de 2019, 'por el cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo 2018-2022. “Pacto
por Colombia, Pacto por la Equidad”', publicada en el Diario Oficial No. 50.964 de 25 de
mayo 2019.

- El texto de este artículo, al no haber sido derogado expresamente,  continuará vigente hasta
que sea derogado o modificado por norma posterior, según lo dispuesto por el artículo 267 de
la Ley 1753 de 2015, 'por la cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo 2014-2018 “Todos
por un nuevo país”', publicada en el Diario Oficial No. 49.538 de 9 de junio de 2015.

ARTÍCULO 212. DE LAS COMISIONES CONJUNTAS. <Artículo derogado por el artículo
336 de la Ley 1955 de 2019>

Notas de Vigencia

- Artículo derogado por el artículo 336 de la Ley 1955 de 2019, 'por el cual se expide el Plan
Nacional de Desarrollo 2018-2022. “Pacto por Colombia, Pacto por la Equidad”', publicada
en el Diario Oficial No. 50.964 de 25 de mayo 2019.

- Artículo modificado por el artículo 176 de la Ley 1753 de 2015, 'por la cual se expide el
Plan Nacional de Desarrollo 2014-2018 “Todos por un nuevo país”', publicada en el Diario
Oficial No. 49.538 de 9 de junio de 2015.

El editor destaca la temporalidad de cuatro años de los planes de desarrollo, según puede
deducirse de lo establecido por la Constitución Política en sus artículos 339, 340, 341 y 342,
y por la Ley 152 de 1994 en los artículos 13, 14 y 25.    

Concordancias

Decreto 1640 de 2012; Art. 43; Art. 44; Art. 45; Art. 46; Art. 47   

Legislación Anterior

Texto modificado por  la Ley 1753 de 2015:

ARTÍCULO 212. El Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible podrá integrar y presidir
las Comisiones Conjuntas de los Planes de Ordenación y Manejo de la Cuenca Hidrográfica
de que trata el parágrafo 3o del artículo 33 de la Ley 99 de 1993, cuando por razones de
orden ambiental, social o económico así lo justifiquen. Para el efecto, comunicará a la
Comisión Conjunta su decisión de integración o retiro en el momento en que corresponda.

En los casos en los que el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible no integre la
Comisión Conjunta, las Autoridades Ambientales designarán quién la preside.

Texto original de la Ley 1450 de 2011:

ARTÍCULO 212. Corresponde al Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial,
en su condición de ente rector de la gestión del medio ambiente y de los recursos naturales
renovables del país y coordinador del Sistema Nacional Ambiental (SINA), integrar y
presidir las Comisiones Conjuntas de que trata el Parágrafo tercero del artículo 33 de la Ley
99 de 1993.



PARÁGRAFO. Corresponde al Gobierno Nacional definir y reglamentar el mecanismo a
través del cual se ejecutarán los recursos para la formulación e implementación de los Planes
de Ordenación y Manejo de Cuencas Hidrográficas con Comisión Conjunta.

ARTÍCULO 213. SOLIDARIDAD EN LA FINANCIACIÓN DE LOS PLANES DE
ORDENACIÓN Y MANEJO DE CUENCAS HIDROGRÁFICAS. Las autoridades ambientales
competentes, las entidades territoriales y demás entidades del orden nacional, departamental o
municipal, asentadas y con responsabilidades en la cuenca, podrán en el marco de sus
competencias, suscribirse a los convenios para la ejecución de proyectos de financiación por
fuera de los límites jurisdiccionales.

Notas de Vigencia

- El texto de este artículo, al no haber sido derogado expresamente,  continuará vigente hasta
que sea derogado o modificado por norma posterior, según lo dispuesto por el artículo 336 de
la Ley 1955 de 2019, 'por el cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo 2018-2022. “Pacto
por Colombia, Pacto por la Equidad”', publicada en el Diario Oficial No. 50.964 de 25 de
mayo 2019.

- El texto de este artículo, al no haber sido derogado expresamente,  continuará vigente hasta
que sea derogado o modificado por norma posterior, según lo dispuesto por el artículo 267 de
la Ley 1753 de 2015, 'por la cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo 2014-2018 “Todos
por un nuevo país”', publicada en el Diario Oficial No. 49.538 de 9 de junio de 2015.

Concordancias

Decreto 1640 de 2012; Art. 41; Art. 42   

ARTÍCULO 214. COMPETENCIAS DE LOS GRANDES CENTROS URBANOS Y LOS
ESTABLECIMIENTOS PÚBLICOS AMBIENTALES. Los Grandes Centros Urbanos previstos
en el artículo 66 de la Ley 99 de 1993 y los establecimientos públicos que desempeñan funciones
ambientales en los Distritos de Barranquilla, Santa Marta y Cartagena, ejercerán dentro del
perímetro urbano las mismas funciones atribuidas a las Corporaciones Autónomas Regionales y
de Desarrollo Sostenible en lo que respecta a la protección y conservación del medio ambiente,
con excepción de la elaboración de los planes de ordenación y manejo de cuencas hidrográficas.

En relación con la gestión integral del recurso hídrico, los grandes centros urbanos y los
establecimientos públicos ambientales a que hace referencia el presente artículo, ejercerán sus
competencias sobre los cuerpos de agua que sean afluentes de los ríos principales de las subzonas
hidrográficas que atraviesan el perímetro urbano y/o desemboquen en el medio marino, así como
en los humedales y acuíferos ubicados en su jurisdicción.

PARÁGRAFO. Los ríos principales de las subzonas hidrográficas a los que hace referencia el
presente artículo, corresponden a los definidos en el mapa de zonificación hidrográfica de
Colombia elaborado por el IDEAM.

Notas de Vigencia



- El texto de este artículo, al no haber sido derogado expresamente,  continuará vigente hasta
que sea derogado o modificado por norma posterior, según lo dispuesto por el artículo 336 de
la Ley 1955 de 2019, 'por el cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo 2018-2022. “Pacto
por Colombia, Pacto por la Equidad”', publicada en el Diario Oficial No. 50.964 de 25 de
mayo 2019.

- El texto de este artículo, al no haber sido derogado expresamente,  continuará vigente hasta
que sea derogado o modificado por norma posterior, según lo dispuesto por el artículo 267 de
la Ley 1753 de 2015, 'por la cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo 2014-2018 “Todos
por un nuevo país”', publicada en el Diario Oficial No. 49.538 de 9 de junio de 2015.

ARTÍCULO 215. COMPETENCIA DE LAS CORPORACIONES AUTÓNOMAS
REGIONALES Y DE DESARROLLO SOSTENIBLE, DE LOS GRANDES CENTROS
URBANOS Y DE LOS ESTABLECIMIENTOS PÚBLICOS AMBIENTALES EN GESTIÓN
INTEGRAL DEL RECURSO HÍDRICO. La Gestión Integral del Recurso Hídrico - GIRH en
relación con las Corporaciones Autónomas Regionales y de Desarrollo Sostenible, los grandes
centros urbanos y los Establecimientos Públicos Ambientales implica en su área de jurisdicción:

a) El ordenamiento del recurso hídrico, el establecimiento por rigor subsidiario, de normas de
calidad para el uso del agua y los límites permisibles para la descarga de vertimientos;

b) El otorgamiento de concesiones de aguas, la reglamentación de los usos del agua, el
otorgamiento de los permisos de vertimiento y la reglamentación de los vertimientos;

c) Fijar y recaudar conforme a la ley, las tasas, contribuciones y multas por concepto del uso y
aprovechamiento del recurso hídrico;

d) La evaluación, control y seguimiento ambiental de la calidad del recurso hídrico, de los usos
del agua y de los vertimientos;

e) La imposición y ejecución de las medidas de policía y las sanciones previstas en la ley;

f) La formulación, ejecución y cofinanciación de programas y proyectos de recuperación,
restauración, rehabilitación y conservación del recurso hídrico y de los ecosistemas que
intervienen en su regulación;

g) Formulación y ejecución de los proyectos de cultura del agua;

h) Requerimiento y seguimiento a los Planes de Uso Eficiente y Ahorro del Agua;

i) Las demás que en este marco establezca el Gobierno Nacional.

PARÁGRAFO. Además de las anteriores, en el marco de sus competencias, corresponde a las
Corporaciones Autónomas Regionales y de Desarrollo Sostenible la formulación de los Planes de
Ordenación y Manejo de las Cuencas Hidrográficas conforme a los criterios establecidos por el
Gobierno Nacional en cabeza del Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial o
quien haga sus veces.

Notas de Vigencia



- El texto de este artículo, al no haber sido derogado expresamente,  continuará vigente hasta
que sea derogado o modificado por norma posterior, según lo dispuesto por el artículo 336 de
la Ley 1955 de 2019, 'por el cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo 2018-2022. “Pacto
por Colombia, Pacto por la Equidad”', publicada en el Diario Oficial No. 50.964 de 25 de
mayo 2019.

- El texto de este artículo, al no haber sido derogado expresamente,  continuará vigente hasta
que sea derogado o modificado por norma posterior, según lo dispuesto por el artículo 267 de
la Ley 1753 de 2015, 'por la cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo 2014-2018 “Todos
por un nuevo país”', publicada en el Diario Oficial No. 49.538 de 9 de junio de 2015.

Concordancias

Decreto Único 1076 de 2015; Sección 2.2.3.1.5  

Decreto 1640 de 2012  

ARTÍCULO 216. TASAS POR UTILIZACIÓN DE AGUA. Adiciónese los siguientes
parágrafos al artículo 43 de la Ley 99 de 1993.

“Parágrafo 1o. Todo proyecto que requiera licencia ambiental y que involucre en su ejecución el
uso del agua, tomada directamente de fuentes naturales, bien sea para consumo humano,
recreación, riego o cualquier otra actividad, deberá destinar no menos del 1% del total de la
inversión para la recuperación, preservación, conservación y vigilancia de la cuenca hidrográfica
que alimenta la respectiva fuente hídrica. El beneficiario de la licencia ambiental deberá invertir
estos recursos en las obras y acciones de recuperación, preservación y conservación de la
respectiva cuenca hidrográfica, de acuerdo con la reglamentación vigente en la materia.

PARÁGRAFO 2o. Los recursos provenientes del recaudo de las tasas por utilización de agua, se
destinarán de la siguiente manera:

a) En las cuencas con Plan de Ordenamiento y Manejo Adoptado, se destinarán exclusivamente a
las actividades de protección, recuperación y monitoreo del recurso hídrico definidas en el
mismo;

b) En las cuencas declaradas en ordenación, se destinarán a la elaboración del Plan de
Ordenamiento y Manejo de la Cuenca;

c) En ausencia de las condiciones establecidas en los literales a) y b), se destinarán a actividades
de protección y recuperación del recurso hídrico definidos en los instrumentos de planificación
de la autoridad ambiental competente y teniendo en cuenta las directrices del Ministerio de
Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial, o quien haga sus veces.

Para cubrir gastos de implementación, monitoreo y seguimiento; la autoridad ambiental podrá
utilizar hasta el diez por ciento (10%) de los recaudos.

Los recursos provenientes de la aplicación del parágrafo 1o del artículo 43 de la Ley 99 de 1993,
se destinarán a la protección y recuperación del recurso hídrico, de conformidad con el respectivo
Plan de Ordenamiento y Manejo de la Cuenca o en la formulación y adopción del Plan.

PARÁGRAFO 3o. La tasa por utilización de aguas se cobrará a todos los usuarios del recurso



hídrico, excluyendo a los que utilizan el agua por ministerio de ley, pero incluyendo aquellos que
no cuentan con la concesión de aguas, sin perjuicio de la imposición de las medidas preventivas
y sancionatorias a que haya lugar y sin que implique bajo ninguna circunstancia su legalización”.

Notas de Vigencia

- El texto de este artículo, al no haber sido derogado expresamente,  continuará vigente hasta
que sea derogado o modificado por norma posterior, según lo dispuesto por el artículo 336 de
la Ley 1955 de 2019, 'por el cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo 2018-2022. “Pacto
por Colombia, Pacto por la Equidad”', publicada en el Diario Oficial No. 50.964 de 25 de
mayo 2019.

- El texto de este artículo, al no haber sido derogado expresamente,  continuará vigente hasta
que sea derogado o modificado por norma posterior, según lo dispuesto por el artículo 267 de
la Ley 1753 de 2015, 'por la cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo 2014-2018 “Todos
por un nuevo país”', publicada en el Diario Oficial No. 49.538 de 9 de junio de 2015.

ARTÍCULO 217. FORMULACIÓN DEL PLAN NACIONAL DE ADAPTACIÓN AL
CAMBIO CLIMÁTICO. <Artículo derogado por el artículo 267 de la Ley 1753 de 2015>

Notas de Vigencia

- Artículo derogado por el artículo 267 de la Ley 1753 de 2015, 'por la cual se expide el Plan
Nacional de Desarrollo 2014-2018 “Todos por un nuevo país”', publicada en el Diario Oficial
No. 49.538 de 9 de junio de 2015.

Legislación Anterior

Texto original de la Ley 1450 de 2011:

ARTÍCULO 217. El Plan Nacional de Adaptación al Cambio Climático será coordinado por
el Departamento Nacional de Planeación con el apoyo del Ministerio de Ambiente Vivienda
y Desarrollo Territorial o quien haga sus veces.

Las entidades públicas del orden nacional deberán incorporar en sus Planes Sectoriales una
estrategia de adaptación al Cambio Climático conforme a la metodología definida por el
DNP, el Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial y el IDEAM y revisado
por los mismos previo a la autorización final por parte del CONPES. El Ministerio de
Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial, deberá apoyar a las entidades de orden
territorial que así lo requieran, a desarrollar sus planes territoriales de adaptación.

ARTÍCULO 218. INVENTARIO NACIONAL DE ASENTAMIENTOS EN RIESGO DE
DESASTRES. El Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial, o quien haga sus
veces en un plazo no mayor a 18 meses, desarrollará una metodología para que los municipios y
distritos del país, atendiendo las obligaciones establecidas en el artículo 56 de la Ley 9ª de 1989
y el artículo 5o de la Ley 2ª de 1991 recojan y suministren al Ministerio de Ambiente, Vivienda y
Desarrollo Territorial, o quien haga sus veces, la información necesaria para conformar el
Inventario Nacional de Asentamientos en riesgo de desastres. El suministro de información por
parte de los municipios constituye un deber para los servidores públicos en los términos del
artículo 34 del Código Disciplinario Único, Ley 734 de 2002.



Notas de Vigencia

- El texto de este artículo, al no haber sido derogado expresamente,  continuará vigente hasta
que sea derogado o modificado por norma posterior, según lo dispuesto por el artículo 336 de
la Ley 1955 de 2019, 'por el cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo 2018-2022. “Pacto
por Colombia, Pacto por la Equidad”', publicada en el Diario Oficial No. 50.964 de 25 de
mayo 2019.

- El texto de este artículo, al no haber sido derogado expresamente,  continuará vigente hasta
que sea derogado o modificado por norma posterior, según lo dispuesto por el artículo 267 de
la Ley 1753 de 2015, 'por la cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo 2014-2018 “Todos
por un nuevo país”', publicada en el Diario Oficial No. 49.538 de 9 de junio de 2015.

ARTÍCULO 219. Las zonas declaradas como de alto riesgo no mitigable ante la amenaza
Volcánica del Galeras, es decir, para los predios localizados en zona de amenaza volcánica alta,
identificados en el plan de ordenamiento territorial y en los instrumentos que lo desarrollen y
complementen, y que el Gobierno Nacional pretenda adquirir para salvaguardar los derechos
fundamentales, serán objeto de procedibilidad para la aplicación de la Ley 1182 de 2008, en
relación con el saneamiento de la titulación.

Notas de Vigencia

- El texto de este artículo, al no haber sido derogado expresamente,  continuará vigente hasta
que sea derogado o modificado por norma posterior, según lo dispuesto por el artículo 336 de
la Ley 1955 de 2019, 'por el cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo 2018-2022. “Pacto
por Colombia, Pacto por la Equidad”', publicada en el Diario Oficial No. 50.964 de 25 de
mayo 2019.

- El texto de este artículo, al no haber sido derogado expresamente,  continuará vigente hasta
que sea derogado o modificado por norma posterior, según lo dispuesto por el artículo 267 de
la Ley 1753 de 2015, 'por la cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo 2014-2018 “Todos
por un nuevo país”', publicada en el Diario Oficial No. 49.538 de 9 de junio de 2015.

ARTÍCULO 220. REDUCCIÓN DE LA VULNERABILIDAD FISCAL DEL ESTADO
FRENTE A DESASTRES. <Artículo modificado por el artículo 269 de la Ley 1955 de 2019. El
nuevo texto es el siguiente:> El Ministerio de Hacienda y Crédito Público diseñará una estrategia
para la gestión financiera, el aseguramiento y la mitigación ante riesgos de desastres de origen
natural y/o antrópico no intencional. Dicha estrategia estará orientada a la reducción de la
vulnerabilidad fiscal del Estado.

PARÁGRAFO 1o. Como parte de la estrategia de la que trata el inciso primero, el Ministerio de
Hacienda y Crédito Público evaluará, entre otros, la estructuración y/o implementación de
mecanismos de protección financiera de diversa índole, incluyendo mecanismos de
aseguramiento que permitan aprovechar los beneficios de la diversificación, así como la
formulación de esquemas, mandatos o incentivos que promuevan y/o posibiliten en las entidades
estatales la gestión financiera del riesgo de desastres de origen natural y/o antrópico no
intencional.

PARÁGRAFO 2o. El Ministerio de Hacienda y Crédito Público podrá, con cargo a los recursos
del Presupuesto General de la Nación gestionar, adquirir y/o celebrar con entidades nacionales



y/o extranjeras los instrumentos y/o contratos que permitan el aseguramiento y/o cubrimiento de
dichos eventos.

PARÁGRAFO 3o. La modalidad de selección para los instrumentos y/o contratos de los que
trata el presente artículo se contratarán en forma directa; y se someterán a la jurisdicción que
decidan las partes.

Notas de Vigencia

- Artículo modificado por el artículo 269 de la Ley 1955 de 2019, 'por el cual se expide el
Plan Nacional de Desarrollo 2018-2022. “Pacto por Colombia, Pacto por la Equidad”',
publicada en el Diario Oficial No. 50.964 de 25 de mayo 2019.

El editor destaca la temporalidad de cuatro años de los planes de desarrollo, según puede
deducirse de lo establecido por la Constitución Política en sus artículos 339, 340, 341 y 342,
y por la Ley 152 de 1994 en los artículos 13, 14 y 25.     

- El texto de este artículo, al no haber sido derogado expresamente,  continuará vigente hasta
que sea derogado o modificado por norma posterior, según lo dispuesto por el artículo 267 de
la Ley 1753 de 2015, 'por la cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo 2014-2018 “Todos
por un nuevo país”', publicada en el Diario Oficial No. 49.538 de 9 de junio de 2015.

Legislación Anterior

Texto original de la Ley 1450 de 2011:

ARTÍCULO 220. El Ministerio de Hacienda y Crédito Público diseñará una estrategia para el
aseguramiento ante riesgos de desastres de origen natural y/o antrópico no intencional. Dicha
estrategia estará orientada a la reducción de la vulnerabilidad fiscal del Estado.

PARÁGRAFO. El Ministerio de Hacienda y Crédito Público podrá, con cargo a los recursos
del Presupuesto General de la Nación gestionar, adquirir y/o celebrar con entidades
nacionales y/o extranjeras los instrumentos y/o contratos que permitan el aseguramiento y/o
cubrimiento de dichos eventos.

ARTÍCULO 221. FINANCIACIÓN DE PROYECTOS DE RECONSTRUCCIÓN. Para
garantizar la no generación o reproducción de las condiciones de riesgo de desastre, el Gobierno
Nacional podrá condicionar la asignación de recursos para procesos de reconstrucción en los
municipios afectados por desastres naturales, a la revisión excepcional de los Planes de
Ordenamiento Territorial, de acuerdo con el artículo 5o del Decreto 4002 de 2004.

Notas de Vigencia



- El texto de este artículo, al no haber sido derogado expresamente,  continuará vigente hasta
que sea derogado o modificado por norma posterior, según lo dispuesto por el artículo 336 de
la Ley 1955 de 2019, 'por el cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo 2018-2022. “Pacto
por Colombia, Pacto por la Equidad”', publicada en el Diario Oficial No. 50.964 de 25 de
mayo 2019.

- El texto de este artículo, al no haber sido derogado expresamente,  continuará vigente hasta
que sea derogado o modificado por norma posterior, según lo dispuesto por el artículo 267 de
la Ley 1753 de 2015, 'por la cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo 2014-2018 “Todos
por un nuevo país”', publicada en el Diario Oficial No. 49.538 de 9 de junio de 2015.

ARTÍCULO 222. TRANSFERENCIAS DEL SECTOR ELÉCTRICO. El artículo 45 de la
Ley 99 de 1993 quedará así:

“Artículo 45. Las empresas generadoras de energía hidroeléctrica cuya potencia nominal
instalada total supere los 10.000 kilovatios, transferirán el 6% de las ventas brutas de energía por
generación propia de acuerdo con la tarifa que para ventas en bloque señale la Comisión de
Regulación Energética, de la manera siguiente:

1. El 3% para las Corporaciones Autónomas Regionales que tengan jurisdicción en el área donde
se encuentra localizada la cuenca hidrográfica y del área de influencia del proyecto.

2. El 3% para los municipios y distritos localizado en la cuenca hidrográfica, distribuidos de la
siguiente manera:

a) El 1.5% para los municipios y distritos de la cuenca hidrográfica que surte el embalse,
distintos a las que trata el literal siguiente;

b) El 1.5% para los municipios y distritos donde se encuentran en el embalse;

c) Cuando los municipios y distritos en donde se encuentren instaladas las plantas
hidroeléctricas, no sean parte de la cuenca o del embalse, recibirán el 0.2%, el cual se descontará
por partes iguales de los porcentajes de que tratan los literales a) y b) anteriores.

Cuando los municipios y distritos sean a la vez cuenca y embalse participarán proporcionalmente
en las transferencias de que hablan los literales a) y b) del numeral segundo del presente artículo.

3. En el caso de centrales térmicas la transferencia de que trata el presente artículo será del 4%
que se distribuirá así:

a) 2.5% para la Corporación Autónoma Regional para la protección del medio ambiente del área
donde está ubicada la planta.

b) 1.5% para el municipio donde está situada la planta generadora.

Estos recursos deberán ser utilizados por el municipio, en al menos un 50% a partir del año 2012,
en proyectos de agua potable, saneamiento básico y mejoramiento ambiental.

PARÁGRAFO 1o. De los recursos de que habla este artículo, solo se podrá destinar hasta el 10%
para gastos de funcionamiento.



PARÁGRAFO 2o. Se entiende por saneamiento básico y mejoramiento ambiental la ejecución
de obras de acueductos urbanos y rurales, alcantarillados, tratamientos de aguas y manejo y
disposición de desechos líquidos y sólidos.

PARÁGRAFO 3o. En la transferencia a que hace relación este artículo está comprendido el pago
por parte del sector hidroenergético, de la tasa por utilización de aguas de que habla el artículo
43.

Notas de Vigencia

- El texto de este artículo, al no haber sido derogado expresamente,  continuará vigente hasta
que sea derogado o modificado por norma posterior, según lo dispuesto por el artículo 336 de
la Ley 1955 de 2019, 'por el cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo 2018-2022. “Pacto
por Colombia, Pacto por la Equidad”', publicada en el Diario Oficial No. 50.964 de 25 de
mayo 2019.

- El texto de este artículo, al no haber sido derogado expresamente,  continuará vigente hasta
que sea derogado o modificado por norma posterior, según lo dispuesto por el artículo 267 de
la Ley 1753 de 2015, 'por la cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo 2014-2018 “Todos
por un nuevo país”', publicada en el Diario Oficial No. 49.538 de 9 de junio de 2015.

ARTÍCULO 223. DEL ESTUDIO DE IMPACTO AMBIENTAL. <El texto de este artículo
no se encuentra vigente. Ver la norma que modifica> Modifícase el artículo 57 de la Ley 99 de
1993, así:

“Artículo 57. Del Estudio de Impacto Ambiental. Se entiende por Estudio de Impacto
Ambiental, el conjunto de la información que deberá presentar ante la autoridad ambiental
competente el peticionario de una licencia ambiental.

El Estudio de Impacto Ambiental contendrá información sobre la localización del proyecto, y los
elementos abióticos, bióticos, y socioeconómicos del medio que puedan sufrir deterioro por la
respectiva obra o actividad, para cuya ejecución se pide la licencia, y la evaluación de los
impactos que puedan producirse. Además, incluirá el diseño de los planes de prevención,
mitigación, corrección y compensación de impactos y el plan de manejo ambiental de la obra o
actividad.

La autoridad ambiental competente, para otorgar la licencia ambiental, fijará los términos de
referencia de los estudios de impacto ambiental en un término que no podrá exceder de treinta
(30) días hábiles contados a partir de la solicitud por parte del interesado”.

Notas de Vigencia

- El texto de este artículo no se encuentra vigente. Ver la norma que modifica.  

Concordancias

Decreto 1640 de 2012; Art. 60  

ARTÍCULO 224. DEL PROCEDIMIENTO PARA OTORGAMIENTO DE LICENCIAS
AMBIENTALES. <El texto de este artículo no se encuentra vigente. Ver la norma que modifica>
Modifíquese el artículo 58 de la Ley 99 de 1993, el cual quedará así:



“Artículo 58. Del Procedimiento para Otorgamiento de Licencias Ambientales. El interesado
en el otorgamiento de una licencia ambiental presentará ante la autoridad ambiental competente
la solicitud acompañada del estudio de impacto ambiental correspondiente para su evaluación. La
autoridad competente dispondrá de treinta (30) días hábiles para solicitar al interesado
información adicional en caso de requerirse. Allegada la información requerida, la autoridad
ambiental dispondrá de diez (10) días hábiles adicionales para solicitar a otras entidades o
autoridades los conceptos técnicos o informaciones pertinentes, que deberán serle remitidos en
un plazo no mayor de treinta (30) días hábiles. El Gobierno Nacional a través del Ministerio de
Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial, o quien haga sus veces, dispondrá hasta noventa
(90) días hábiles para decidir sobre la licencia ambiental, contados a partir del acto
administrativo de trámite que reconozca que ha sido reunida toda la información requerida,
según el procedimiento previsto en este artículo.

PARÁGRAFO 1o. En caso de que el procedimiento se demore más de los noventa (90) días
hábiles establecido en este artículo contados a partir del acto administrativo de trámite que
reconozca que ha sido reunida toda la información requerida, se convocará a un comité quien en
un plazo menor a diez (10) días hábiles establecerá un plan de acción obligatorio para que en un
plazo menor a treinta (30) días hábiles la autoridad ambiental esté en posibilidad de decidir sobre
la licencia ambiental.

El Comité estará integrado por:

a) El Ministro de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial, o quien haga sus veces, o su
delegado;

b) El Director del Departamento Nacional de Planeación, o su delegado;

c) El Ministro cabeza del sector al que corresponde el proyecto del caso, o su delegado.

PARÁGRAFO 2o. El comité podrá invitar a las Corporaciones Autónomas Regionales o de
Desarrollo Sostenible, los Grandes Centros Urbanos o los Establecimientos Públicos
Ambientales de la respectiva jurisdicción a participar con voz y sin voto en el Comité.

PARÁGRAFO 3o. Contra las decisiones del comité no procede ningún recurso administrativo.

PARÁGRAFO 4o. Para todos los efectos de este artículo se entiende que la cabeza del sector al
que corresponda el proyecto del caso, o su delegado, desempeña función administrativa”.

Notas de Vigencia

- El texto de este artículo no se encuentra vigente. Ver la norma que modifica.  

ARTÍCULO 225. DE LA CALIDAD DE LOS ESTUDIOS DE IMPACTO AMBIENTAL,
DIAGNÓSTICOS AMBIENTALES DE ALTERNATIVAS Y PLANES DE MANEJO
AMBIENTAL. <Artículo derogado por el artículo 267 de la Ley 1753 de 2015>

Notas de Vigencia

- Artículo derogado por el artículo 267 de la Ley 1753 de 2015, 'por la cual se expide el Plan
Nacional de Desarrollo 2014-2018 “Todos por un nuevo país”', publicada en el Diario Oficial
No. 49.538 de 9 de junio de 2015.



Legislación Anterior

Texto original de la Ley 1450 de 2011:

ARTÍCULO 225. El Gobierno Nacional, con el fin de garantizar la calidad de la información
aportada en procesos de licenciamiento ambiental, establecerá las condiciones y requisitos
para las personas naturales o jurídicas que elaboran estudios de impacto ambiental,
diagnósticos ambientales de alternativas y planes de manejo ambiental que se presenten ante
la autoridad ambiental estén debidamente certificadas de acuerdo al procedimiento que el
Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial, o quien haga sus veces,
establezca.

ARTÍCULO 226. <Artículo derogado por el artículo 267 de la Ley 1753 de 2015>

Notas de Vigencia

- Artículo derogado por el artículo 267 de la Ley 1753 de 2015, 'por la cual se expide el Plan
Nacional de Desarrollo 2014-2018 “Todos por un nuevo país”', publicada en el Diario Oficial
No. 49.538 de 9 de junio de 2015.

Legislación Anterior

Texto original de la Ley 1450 de 2011:

ARTÍCULO 226. En desarrollo del interés público, colectivo, social y de conveniencia
nacional de mejorar la calidad de vida y garantizar el derecho constitucional al goce de un
ambiente sano, mediante el análisis de medidas que minimicen el impacto ambiental negativo
y sin que las mismas generen impacto fiscal, el Gobierno Nacional y sus diferentes entidades
podrán estudiar alternativas costo eficientes y probadas tecnológicamente que reduzcan las
emisiones de material particulado, óxidos de nitrógeno y demás contaminantes.

ARTÍCULO 227. OBLIGATORIEDAD DE SUMINISTRO DE INFORMACIÓN. <Artículo
modificado por el artículo 159 de la Ley 1753 de 2015. El nuevo texto es el siguiente:>  Para el
desarrollo de los planes, programas y proyectos incluidos en el Plan Nacional de Desarrollo y en
general para el ejercicio de las funciones públicas, las entidades públicas y los particulares que
ejerzan funciones públicas, pondrán a disposición de las entidades públicas que así lo soliciten, la
información que generen, obtengan, adquieran o controlen y administren, en cumplimiento y
ejercicio de su objeto misional. El uso y reutilización de esta información deberá garantizar la
observancia de los principios y normas de protección de datos personales, de conformidad con lo
dispuesto en las Leyes 1581 de 2012 y 1712 de 2014, así como las demás normas que regulan la
materia.

El suministro de la información será gratuito, deberá solicitarse y realizarse respaldado en
estándares que faciliten el proceso de intercambio y no en tecnologías específicas que impidan el
acceso, no estará sujeto al pago de tributo, tarifa o precio alguno y las entidades públicas solo
podrán cobrar los costos asociados a su reproducción o los derivados de la aplicación de
procesamientos o filtros especiales. Las entidades públicas propenderán por la integración de los
sistemas de información para el ejercicio eficiente y adecuado de la función pública.

Las obligaciones a las que hace referencia este artículo constituyen un deber para los servidores
públicos en los términos del artículo 34 del Código Disciplinario Único y los términos para su



cumplimiento deberán atender lo dispuesto en la Ley Estatutaria del Derecho de Petición.

Las curadurías urbanas entregarán a los entes territoriales que lo soliciten la información
pertinente sobre las solicitudes, expediciones y aprobaciones de todos los actos administrativos
de licenciamiento urbanístico, a fin de que estos puedan ejercer con oportunidad y eficacia los
respectivos procesos de vigilancia y control del desarrollo urbanístico e inmobiliario. Para el
efecto, cada ente territorial acordará con las curadurías urbanas respectivas los medios para el
reporte de la información.

PARÁGRAFO 1o. Para el reconocimiento de derechos pensionales y el cumplimiento de la labor
de fiscalización de competencia de la Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y
Contribuciones Parafiscales de la Protección Social (UGPP), esta tendrá acceso a la información
alfanumérica y biográfica que administra la Registraduría Nacional del Estado Civil, así como a
la tributaria de que trata el artículo 574 y el Capítulo III del Título II del Libro V del Estatuto
Tributario que administra la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales. La UGPP podrá
reportar los hallazgos a las Administradoras del Sistema de Protección Social, para que adelanten
las acciones bajo su competencia. Para estos efectos la UGPP requerirá a la Dirección de
Impuestos y Aduanas Nacionales, dentro de lo de su competencia, para obtener la información
necesaria.

PARÁGRAFO 2o. La Registraría Nacional de Estado Civil, permitirá el acceso a la información
alfanumérica, biográfica y biométrica que soliciten las administradoras del sistema de seguridad
social integral en pensiones, salud y riesgos laborales, para que adelanten las acciones
estrictamente relacionadas con el cumplimiento de su objetivo misional.

Las entidades públicas o particulares con funciones públicas que quieran verificar la plena
identidad de los ciudadanos contra la base de datos biométrica que produce y administra la
Registraduría Nacional de Estado Civil, podrán implementar su propia infraestructura para
acceder directamente o a través de un aliado tecnológico certificado por la Registraduría para
consultar en línea las minucias dactilares.

Los particulares que desarrollen las actividades del artículo 335 de la Constitución Política y los
demás que autorice la ley, podrán acceder a las réplicas de las bases de datos de identificación de
la Registradora y consultar en línea minucias dactilares, utilizando infraestructura propia o a
través de un aliado tecnológico certificado por la Registraduría. Para ello deberán previamente
cubrir los costos que anualmente indique la Registraduría, por concepto de Administración,
soporte, mantenimiento de las aplicaciones de las actualizaciones de las bases de datos.

PARÁGRAFO 3o. Los Departamentos y el Distrito Capital estarán obligados a integrarse al
Sistema Único Nacional de Información y Rastreo (Sunir) que diseñe, implemente y administre
la entidad pública que defina el Gobierno nacional, y a suministrar la información que este
requiera. Este sistema, que tendrá en cuenta las especificidades de cada industria, se establecerá
para obtener toda la información correspondiente a la importación, producción, distribución,
consumo y exportación de los bienes sujetos al impuesto al consumo de licores, vinos, aperitivos
y similares, de cerveza, sifones, refajos y mezclas y de cigarrillos y tabaco elaborado. El sistema
permitirá además la identificación y trazabilidad de los productos.

PARÁGRAFO 4o. Para el cumplimiento de las labores de controlar, fiscalizar y vigilar las
modalidades de juegos de suerte y azar que administra Coljuegos, en lo relacionado con la
información relevante para el ejercicio de su función, tendrá acceso a la información tributaria de



que trata el artículo 574 y el Capítulo III del Título II del Libro V del Estatuto Tributario que
administra la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales.

PARÁGRAFO 5o. Las entidades públicas y privadas que administren o cuenten con información
sobre historias laborales suministrarán la información que los Ministerios de Hacienda y Crédito
Público y Trabajo estimen necesaria para la construcción de las historias laborales unificadas,
siempre que esta información sea relevante para el ejercicio de funciones públicas y su solicitud,
suministro, tratamiento y custodia observe los principios y normatividad vigente para el
tratamiento de datos personales.

Notas de Vigencia

- Artículo modificado por el artículo 159 de la Ley 1753 de 2015, 'por la cual se expide el
Plan Nacional de Desarrollo 2014-2018 “Todos por un nuevo país”', publicada en el Diario
Oficial No. 49.538 de 9 de junio de 2015.

El editor destaca la temporalidad de cuatro años de los planes de desarrollo, según puede
deducirse de lo establecido por la Constitución Política en sus artículos 339, 340, 341 y 342,
y por la Ley 152 de 1994 en los artículos 13, 14 y 25.    

- Mediante el artículo 144 de la Ley 1607 de 2012, 'por la cual se expiden normas en materia
tributaria y se dictan otras disposiciones', publicada en el Diario Oficial No. 48.655 de 26 de
diciembre de 2012, se confiérase a la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales un plazo
de dos (2) años a partir de la vigencia de la Ley 1607 de 2012, para que diseñe e implemente
el Sistema Único Nacional de Información y Rastreo – SUNIR.

Concordancias

Ley 1952 de 2019; Art. 38 Nums. 37 y 38

Ley 1712 de 2014; Art. 6

Ley 1607 de 2012; Art. 145  

Ley 1450 de 2011; Art. 55

Ley 1341 de 2009; Art. 3o. Nums. 7o. y 8o.; Art. 4o.    

Ley 962 de 2005; Art. 14  

Decreto Único 1833 de 2016; Capítulo 2.2.9.2  

Decreto Único 1072 de 2015, Art. 2.2.9.5.10 Par.    

Decreto 2693 de 2012

Decreto 1450 de 2012  

Decreto 19 de 2012; Art. 21; Art. 22  

Decreto 2150 de 1995; Art. 16  

Resolución DIAN 104 de 2013  



Resolución REGISTRADURÍA 3341 de 2013   

Circular MINHACIENDA - MINTRABAJO 65 de 2016  

Legislación Anterior

Texto original de la Ley 1450 de 2011:

ARTÍCULO 227. Para el desarrollo de los planes, programas y proyectos incluidos en el
presente Plan y en general para el ejercicio de las funciones públicas, las entidades públicas y
los particulares que ejerzan funciones públicas pondrán a disposición de las demás entidades
públicas, bases de datos de acceso permanente y gratuito, con la información que producen y
administran. Las entidades productoras y usuarias de la información deben garantizar la
observancia de las limitaciones de acceso y uso referidas al derecho de habeas data,
privacidad, reserva estadística, los asuntos de defensa y seguridad nacional, y en general,
todos aquellos temas a los que la ley les haya otorgado el carácter de reserva.

La obligación a la que se refiere el presente artículo constituye un deber para los servidores
públicos en los términos del artículo 34 del Código Disciplinario Único, Ley 734 de 2002.

PARÁGRAFO 1o. El acceso a las bases de datos y la utilización de su información serán
gratuitos. Las entidades y los particulares que ejerzan funciones públicas sólo tendrán
derecho a cobrar por el acceso a los datos y a las bases de datos que administren, los costos
asociados a su reproducción. Las entidades públicas no serán sujetos pasivos de la tasa a la
que se refiere la Ley 1163 de 2007, con cargo al Presupuesto General de la Nación se
atenderá el costo que generen el sostenimiento y acceso a los datos y bases de datos.

Respecto de los términos para la entrega de la información, deberán dar cumplimiento a lo
previsto en el artículo 25 del Código Contencioso Administrativo, o la norma que lo
modifique, sustituye o derogue.

PARÁGRAFO 2o. En el evento en que las entidades estatales o los particulares que ejerzan
funciones públicas requieran procesamientos o filtros especiales adicionales a la información
publicada en las bases de datos, la entidad que la administra o produce podrá cobrar dichos
servicios mediante contrato o convenio.

En los términos señalados en el presente artículo y para el reconocimiento de derechos
pensionales y el cumplimiento de la labor de fiscalización de competencia de la Unidad
Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección
Social –UGPP–, esta tendrá acceso a la información alfanumérica y biográfica que administra
la Registraduría Nacional del Estado Civil, así como a la tributaria de que trata el artículo 574
y el Capítulo III del Título II del Libro V del Estatuto Tributario que administra la Dirección
de Impuestos y Aduanas Nacionales.

La UGPP podrá reportar los hallazgos a las Administradoras del Sistema de Protección
Social, para los fines de la determinación, liquidación y cobro por parte de las
administradoras del Sistema de Protección Social en relación con las contribuciones de la
protección social de su competencia, garantizando en todo caso, el mantenimiento de la
reserva de la información a que haya lugar.

PARÁGRAFO 3o. El Gobierno Nacional debe garantizar mediante la implementación de
sistemas de gestión para la seguridad de la información que el acceso a las bases de datos y a



la utilización de la información sea seguro y confiable para no permitir el uso indebido de
ella.

PARÁGRAFO 4o. Los Departamentos y el Distrito Capital estarán obligados a integrarse al
Sistema Único Nacional de Información y Rastreo, que para la identificación y trazabilidad
de productos tenga en cuenta las especificidades de cada uno, y a suministrar la información
que este requiera. Este sistema se establecerá para obtener toda la información
correspondiente a la importación, producción, distribución, consumo y exportación de los
bienes sujetos al impuesto al consumo de licores, vinos, aperitivos y similares, de cerveza,
sifones, refajos y mezclas y de cigarrillos y tabaco elaborado.

<Ver prórroga en Notas de Vigencia> El Sistema Único Nacional de Información y Rastreo
será administrado por la Unidad Administrativa Especial Dirección de Impuestos y Aduanas
Nacionales y deberá entrar a operar dentro del año siguiente a la expedición de la presente
ley. El Gobierno Nacional reglamentará la materia.

CAPÍTULO VI.

SOPORTES TRANSVERSALES DE LA PROSPERIDAD DEMOCRÁTICA.

6.1 BUEN GOBIERNO.

ARTÍCULO 228. HERRAMIENTAS DE SEGUIMIENTO Y EVALUACIÓN DE LA
GESTIÓN Y RESULTADOS. El seguimiento del Plan Nacional de Desarrollo se realizará a
través del Sistema Nacional de Evaluación de Gestión y Resultados –Sinergía– diseñado con el
objeto de realizar un seguimiento a la gestión de las entidades del gobierno y realizar una
evaluación efectiva de los resultados e impactos de las políticas públicas, en cumplimiento de los
objetivos de desarrollo del país, el cual comprende al Sistema de Seguimiento a Metas de
Gobierno –SISMEG–, concentrado en el seguimiento continuo del desempeño de las entidades
públicas y que es insumo para la toma de acciones correctivas en aras de alcanzar los objetivos
del PND; y el Sistema Nacional de Evaluaciones –SISDEVAL– concentrado en las valoración de
las intervenciones del Estado y que sirven de insumo para los procesos de diseño y ajuste de las
políticas y de la asignación de recursos públicos.

Notas de Vigencia

- El texto de este artículo, al no haber sido derogado expresamente,  continuará vigente hasta
que sea derogado o modificado por norma posterior, según lo dispuesto por el artículo 336 de
la Ley 1955 de 2019, 'por el cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo 2018-2022. “Pacto
por Colombia, Pacto por la Equidad”', publicada en el Diario Oficial No. 50.964 de 25 de
mayo 2019.

- El texto de este artículo, al no haber sido derogado expresamente,  continuará vigente hasta
que sea derogado o modificado por norma posterior, según lo dispuesto por el artículo 267 de
la Ley 1753 de 2015, 'por la cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo 2014-2018 “Todos
por un nuevo país”', publicada en el Diario Oficial No. 49.538 de 9 de junio de 2015.

ARTÍCULO 229. REPORTES DEL SISTEMA NACIONAL DE EVALUACIÓN DE
GESTIÓN Y RESULTADOS. El Departamento Nacional de Planeación producirá informes



periódicos sobre el comportamiento del Plan Nacional de Desarrollo acordes con los establecidos
en la Ley 152 de 1994, para revisión y discusión del gobierno, las entidades de control y la
ciudadanía en general.

Los productos serán:

a) Informe anual sobre el balance del Plan Nacional de Desarrollo para ser presentado al
CONPES a más tardar el 30 de abril de cada año, el cual contendrá como mínimo: el balance de
los indicadores de seguimiento al plan a 31 de diciembre del año anterior, el balance de las
evaluaciones de política pública adelantados en el año anterior, y la propuesta de agenda de
evaluaciones de política para el año. Este informe se le presentará al Consejo Nacional de
Planeación;

b) Informe al Congreso sobre el balance del Plan Nacional de Desarrollo para ser presentado en
la instalación de las sesiones ordinarias del Congreso el 20 de julio de cada año, el cual
contendrá el balance del Plan Nacional de Desarrollo entre el 1o de junio del año anterior y el 30
de mayo del año en que se presente.

Notas de Vigencia

- El texto de este artículo, al no haber sido derogado expresamente,  continuará vigente hasta
que sea derogado o modificado por norma posterior, según lo dispuesto por el artículo 336 de
la Ley 1955 de 2019, 'por el cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo 2018-2022. “Pacto
por Colombia, Pacto por la Equidad”', publicada en el Diario Oficial No. 50.964 de 25 de
mayo 2019.

- El texto de este artículo, al no haber sido derogado expresamente,  continuará vigente hasta
que sea derogado o modificado por norma posterior, según lo dispuesto por el artículo 267 de
la Ley 1753 de 2015, 'por la cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo 2014-2018 “Todos
por un nuevo país”', publicada en el Diario Oficial No. 49.538 de 9 de junio de 2015.

ARTÍCULO 230. GOBIERNO DIGITAL COMO POLÍTICA DE GESTIÓN Y
DESEMPEÑO INSTITUCIONAL. <Artículo modificado por el artículo 148 de la Ley 1955 de
2019. El nuevo texto es el siguiente:> Todas las entidades de la administración pública deberán
adelantar las acciones que señale el Gobierno nacional a través del Ministerio de Tecnologías de
la Información y las Comunicaciones para la implementación de la política de Gobierno Digital.

Esta política liderada por el Ministerio de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones
contemplará como acciones prioritarias el cumplimiento de los lineamientos y estándares para la
Integración de trámites al Portal Único del Estado Colombiano, la publicación y el
aprovechamiento de datos públicos, la adopción del modelo de territorios y ciudades inteligentes,
la optimización de compras públicas de tecnologías de la información, la oferta y uso de software
público, el aprovechamiento de tecnologías emergentes en el sector público, incremento de la
confianza y la seguridad digital y el fomento a la participación y la democracia por medios
digitales.

El Gobierno implementará mecanismos que permitan un monitoreo permanente sobre el uso,
calidad, nivel de satisfacción e impacto de estas acciones.

Notas de Vigencia



- Artículo modificado por el artículo 148 de la Ley 1955 de 2019, 'por el cual se expide el
Plan Nacional de Desarrollo 2018-2022. “Pacto por Colombia, Pacto por la Equidad”',
publicada en el Diario Oficial No. 50.964 de 25 de mayo 2019.

El editor destaca la temporalidad de cuatro años de los planes de desarrollo, según puede
deducirse de lo establecido por la Constitución Política en sus artículos 339, 340, 341 y 342,
y por la Ley 152 de 1994 en los artículos 13, 14 y 25.     

- El texto de este artículo, al no haber sido derogado expresamente,  continuará vigente hasta
que sea derogado o modificado por norma posterior, según lo dispuesto por el artículo 267 de
la Ley 1753 de 2015, 'por la cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo 2014-2018 “Todos
por un nuevo país”', publicada en el Diario Oficial No. 49.538 de 9 de junio de 2015.

Concordancias

Ley 1341 de 2009; Art. 2o. Num. 8o.; Art. 4o. Num. 3o.; Art. 18 Num. 3o.; Art. 35 Nums.
3o. y 4o.; Art. 38    

Decreto 2693 de 2012

Legislación Anterior

Texto original de la Ley 1450 de 2011:

ARTÍCULO 230. ARTÍCULO 230. GOBIERNO EN LÍNEA COMO ESTRATEGIA DE
BUEN GOBIERNO. Todas las entidades de la administración pública deberán adelantar las
acciones señaladas por el Gobierno Nacional a través del Ministerio de las Tecnologías de la
Información y las Comunicaciones para la estrategia de Gobierno en Línea.

Esta estrategia liderada por el Programa Gobierno en Línea contemplará como acciones
prioritarias el cumplimiento de los criterios establecidos al respecto, así como, las acciones
para implementar la política de cero papel, estimular el desarrollo de servicios en línea del
Gobierno por parte de terceros basados en datos públicos, la ampliación de la oferta de
canales aprovechando tecnologías con altos niveles de penetración como telefonía móvil y
televisión digital terrestre, la prestación de trámites y servicios en línea y el fomento a la
participación y la democracia por medios electrónicos.

El Gobierno implementará mecanismos que permitan un monitoreo permanente sobre el uso,
calidad, nivel de satisfacción e impacto de estas acciones.

ARTÍCULO 231. PROMOCIÓN DE LA PARTICIPACIÓN CIUDADANA Y EL CAPITAL
SOCIAL. El Gobierno Nacional promoverá, mediante mecanismos interinstitucionales, una
Agenda Nacional de Participación Ciudadana. Dicha Agenda, abordará líneas de acción que
permitan a) fortalecer el Sistema Nacional de Planeación, b) apoyar experiencias de planeación y
presupuestación participativa, c) adecuar la oferta Institucional de mecanismos, canales e
instancias de participación ciudadana, d) fortalecer expresiones asociativas de la sociedad civil,
e) implementar estrategias para el desarrollo de la cultura ciudadana y, f) desarrollar un sistema
de información y gestión del conocimiento sobre temas afines.

Para el desarrollo de estas acciones, el Gobierno convocará el concurso de la cooperación
internacional y la empresa privada. Adicionalmente, adelantará debates amplios a nivel nacional



y local sobre dichos temas con la concurrencia de la ciudadanía y sus formas organizativas, y
promoverá los desarrollos y ajustes normativos a que haya lugar.

Notas de Vigencia

- El texto de este artículo, al no haber sido derogado expresamente,  continuará vigente hasta
que sea derogado o modificado por norma posterior, según lo dispuesto por el artículo 336 de
la Ley 1955 de 2019, 'por el cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo 2018-2022. “Pacto
por Colombia, Pacto por la Equidad”', publicada en el Diario Oficial No. 50.964 de 25 de
mayo 2019.

- El texto de este artículo, al no haber sido derogado expresamente,  continuará vigente hasta
que sea derogado o modificado por norma posterior, según lo dispuesto por el artículo 267 de
la Ley 1753 de 2015, 'por la cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo 2014-2018 “Todos
por un nuevo país”', publicada en el Diario Oficial No. 49.538 de 9 de junio de 2015.

ARTÍCULO 232. RACIONALIZACIÓN DE TRÁMITES Y PROCEDIMIENTOS AL
INTERIOR DE LAS ENTIDADES PÚBLICAS. Los organismos y entidades de la Rama
Ejecutiva del Orden Nacional y Territorial, procederán a identificar, racionalizar y simplificar los
procesos, procedimientos, trámites y servicios internos, con el propósito de eliminar duplicidad
de funciones y barreras que impidan la oportuna, eficiente y eficaz prestación del servicio en la
gestión de las organizaciones.

Para el efecto las entidades y organismos deberán utilizar tecnologías de información y
comunicaciones e identificar qué procesos se pueden adelantar a través de mecanismos de
servicios compartidos entre entidades, que logren economías de escala y sinergia en aspectos
como la tecnología, la contratación, el archivo y las compras, entre otros. En el corto plazo los
organismos y entidades deben prestar sus servicios a través de medios electrónicos, que permitan
la reducción en la utilización de papel.

Los organismos y entidades del orden nacional deberán definir una meta relacionada con la
racionalización de trámites internos con su correspondiente indicador en el Sistema de
Seguimiento a Metas SISMEG y prever su incorporación en el Plan de Desarrollo Administrativo
Sectorial e institucional. Las autoridades del orden Departamental, Distrital y Municipal deberán
reportar al Departamento Administrativo de la Función Pública, a través del Sistema Único de
Información de Trámites –SUIT– los procesos, procedimientos, trámites y servicios
racionalizados.

Notas de Vigencia

- El texto de este artículo, al no haber sido derogado expresamente,  continuará vigente hasta
que sea derogado o modificado por norma posterior, según lo dispuesto por el artículo 336 de
la Ley 1955 de 2019, 'por el cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo 2018-2022. “Pacto
por Colombia, Pacto por la Equidad”', publicada en el Diario Oficial No. 50.964 de 25 de
mayo 2019.

- El texto de este artículo, al no haber sido derogado expresamente,  continuará vigente hasta
que sea derogado o modificado por norma posterior, según lo dispuesto por el artículo 267 de
la Ley 1753 de 2015, 'por la cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo 2014-2018 “Todos
por un nuevo país”', publicada en el Diario Oficial No. 49.538 de 9 de junio de 2015.



Concordancias

Decreto 2693 de 2012

ARTÍCULO 233. CRITERIOS PARA LA ESTRUCTURACIÓN DE PROYECTOS
PÚBLICO PRIVADOS. Las entidades públicas que estructuren proyectos que involucren
esquemas de asociaciones público privadas deberán dar cumplimiento a la reglamentación que
para el efecto expidan el Ministerio de Hacienda y Crédito Público y el Departamento Nacional
de Planeación.

Notas de Vigencia

- El texto de este artículo, al no haber sido derogado expresamente,  continuará vigente hasta
que sea derogado o modificado por norma posterior, según lo dispuesto por el artículo 336 de
la Ley 1955 de 2019, 'por el cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo 2018-2022. “Pacto
por Colombia, Pacto por la Equidad”', publicada en el Diario Oficial No. 50.964 de 25 de
mayo 2019.

- El texto de este artículo, al no haber sido derogado expresamente,  continuará vigente hasta
que sea derogado o modificado por norma posterior, según lo dispuesto por el artículo 267 de
la Ley 1753 de 2015, 'por la cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo 2014-2018 “Todos
por un nuevo país”', publicada en el Diario Oficial No. 49.538 de 9 de junio de 2015.

ARTÍCULO 234. SERVICIO AL CIUDADANO. Con el objeto de mejorar la oportunidad,
accesibilidad y eficacia de los servicios que provee la Administración Pública al ciudadano, las
entidades públicas conformarán equipos de trabajo de servidores calificados y certificados para la
atención a la ciudadanía, proveerán la infraestructura adecuada y suficiente para garantizar una
interacción oportuna y de calidad con los ciudadanos y racionalizarán y optimizarán los
procedimientos de atención en los diferentes canales de servicio.

El Gobierno Nacional expedirá los reglamentos técnicos para dar aplicación a lo dispuesto en el
presente artículo.

PARÁGRAFO. En todo caso y para asegurar la independencia de la evaluación, las entidades
públicas podrán certificarse en la norma técnica adoptada con base en la Ley 872 de 2003, con
cualquier organismo de certificación acreditado en dicha norma técnica, por el Organismo
Nacional de Acreditación del Sistema Nacional de Calidad.

Notas de Vigencia

- El texto de este artículo, al no haber sido derogado expresamente,  continuará vigente hasta
que sea derogado o modificado por norma posterior, según lo dispuesto por el artículo 336 de
la Ley 1955 de 2019, 'por el cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo 2018-2022. “Pacto
por Colombia, Pacto por la Equidad”', publicada en el Diario Oficial No. 50.964 de 25 de
mayo 2019.

- El texto de este artículo, al no haber sido derogado expresamente,  continuará vigente hasta
que sea derogado o modificado por norma posterior, según lo dispuesto por el artículo 267 de
la Ley 1753 de 2015, 'por la cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo 2014-2018 “Todos
por un nuevo país”', publicada en el Diario Oficial No. 49.538 de 9 de junio de 2015.



ARTÍCULO 235. DEFENSA DEL ESTADO. Con el objetivo de fortalecer la estrategia del
Estado para prevenir y atender de manera oportuna, óptima y eficiente su defensa en
controversias internacionales de inversión, deberán programarse dentro del Presupuesto General
de la Nación los recursos correspondientes a los gastos, honorarios y demás erogaciones
relacionadas con dichas controversias internacionales.

Toda información que tenga como objeto el estudio de una controversia, el diseño y presentación
de la defensa del Estado en una controversia internacional de inversión, tendrá carácter reservado
o confidencial.

Notas de Vigencia

- El texto de este artículo, al no haber sido derogado expresamente,  continuará vigente hasta
que sea derogado o modificado por norma posterior, según lo dispuesto por el artículo 336 de
la Ley 1955 de 2019, 'por el cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo 2018-2022. “Pacto
por Colombia, Pacto por la Equidad”', publicada en el Diario Oficial No. 50.964 de 25 de
mayo 2019.

- El texto de este artículo, al no haber sido derogado expresamente,  continuará vigente hasta
que sea derogado o modificado por norma posterior, según lo dispuesto por el artículo 267 de
la Ley 1753 de 2015, 'por la cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo 2014-2018 “Todos
por un nuevo país”', publicada en el Diario Oficial No. 49.538 de 9 de junio de 2015.

Concordancias

Decreto 1859 de 2012

ARTÍCULO 236. INVENTARIO DE PROCESOS. El artículo 25 del Decreto-ley 254 de
2000 quedará así:

“Artículo 25. Inventario de procesos judiciales y reclamaciones de carácter laboral y
contractual. El liquidador de la entidad deberá presentar al Ministerio del Interior y de Justicia,
dentro de los tres (3) meses después de su posesión, un inventario de todos los procesos
judiciales y demás reclamaciones en las cuales sea parte la entidad, el cual deberá contener la
información que establezca el Ministerio del Interior y de Justicia.

PARÁGRAFO 1o. El archivo de procesos y de reclamaciones y sus soportes correspondientes,
será entregado en los casos en los que no sea procedente la constitución de un patrimonio
autónomo de remanentes, al Ministerio o Departamento Administrativo al cual se encontraba
adscrita o vinculada la entidad objeto de liquidación, mientras que en aquellas situaciones en las
que dichos patrimonios deban constituirse, los archivos permanecerán en los mismos hasta su
disolución y posteriormente serán entregados al Ministerio o Departamento Administrativo al
cual se encontraba adscrita o vinculada la entidad objeto de liquidación. En ambos casos los
archivos deberán estar debidamente inventariados de acuerdo con los parámetros establecidos
por el Archivo General de la Nación, conjuntamente con una base de datos que permita la
identificación adecuada.

PARÁGRAFO 2o. Con el propósito de garantizar la adecuada defensa del Estado, el liquidador
de la entidad, como representante legal de la misma, continuará atendiendo, dentro del proceso
de liquidación y hasta tanto se efectúe la entrega de los inventarios, conforme a lo previsto en el



presente decreto, los procesos judiciales y demás reclamaciones en curso o los que llegaren a
iniciarse dentro de dicho término”.

Notas de Vigencia

- El texto de este artículo, al no haber sido derogado expresamente,  continuará vigente hasta
que sea derogado o modificado por norma posterior, según lo dispuesto por el artículo 336 de
la Ley 1955 de 2019, 'por el cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo 2018-2022. “Pacto
por Colombia, Pacto por la Equidad”', publicada en el Diario Oficial No. 50.964 de 25 de
mayo 2019.

- El texto de este artículo, al no haber sido derogado expresamente,  continuará vigente hasta
que sea derogado o modificado por norma posterior, según lo dispuesto por el artículo 267 de
la Ley 1753 de 2015, 'por la cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo 2014-2018 “Todos
por un nuevo país”', publicada en el Diario Oficial No. 49.538 de 9 de junio de 2015.

ARTÍCULO 237. AVALÚO DE BIENES. El artículo 28 del Decreto-ley 254 de 2000
quedará así:

“Artículo 28. Avalúo de bienes. Simultáneamente con la elaboración de los inventarios, el
liquidador realizará el avalúo de los bienes de propiedad de la entidad, sujetándose a las
siguientes reglas:

1. Bienes inmuebles. El avalúo de los bienes inmuebles se regirá por las disposiciones legales
sobre la materia.

2. Bienes muebles. El avalúo de los bienes muebles se practicará por peritos avaluadores,
designados por el liquidador. Con el fin de garantizarle a los acreedores una adecuada
participación, el liquidador informará a los acreedores reconocidos en el proceso, la designación
de los peritos, para que estos dentro de los cinco (5) días siguientes a la notificación de la
designación, presenten las objeciones a la misma, las cuales deberán ser resueltas por el
liquidador dentro de los diez (10) días siguientes al vencimiento del plazo para presentar las
objeciones.

3. Copia del avalúo de los bienes será remitida a la Contraloría General de la República, con el
fin de que se ejerza el control fiscal sobre el mismo”.

Notas de Vigencia

- El texto de este artículo, al no haber sido derogado expresamente,  continuará vigente hasta
que sea derogado o modificado por norma posterior, según lo dispuesto por el artículo 336 de
la Ley 1955 de 2019, 'por el cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo 2018-2022. “Pacto
por Colombia, Pacto por la Equidad”', publicada en el Diario Oficial No. 50.964 de 25 de
mayo 2019.

- El texto de este artículo, al no haber sido derogado expresamente,  continuará vigente hasta
que sea derogado o modificado por norma posterior, según lo dispuesto por el artículo 267 de
la Ley 1753 de 2015, 'por la cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo 2014-2018 “Todos
por un nuevo país”', publicada en el Diario Oficial No. 49.538 de 9 de junio de 2015.

ARTÍCULO 238. MOVILIZACIÓN DE ACTIVOS. <Artículo modificado por el artículo 163



de la Ley 1753 de 2015. El nuevo texto es el siguiente:>  A partir de la expedición de la presente
ley, las entidades públicas del orden nacional con excepción de las entidades financieras de
carácter estatal, las Empresas Industriales y Comerciales del Estado, las Sociedades de Economía
Mixta y las entidades en liquidación, deberán vender los inmuebles que no requieran para el
ejercicio de sus funciones y la cartera con más de ciento ochenta (180) días de vencida, al
colector de activos de la Nación, Central de Inversiones (CISA), para que este las gestione.

La cartera de naturaleza coactiva y la que no esté vencida, podrá ser entregada en administración
a CISA.

El registro de la transferencia de los inmuebles entre las entidades públicas y CISA, estará exento
de los gastos asociados a dicho acto.

PARÁGRAFO 1o. Se exceptúa a las entidades públicas de la obligación de vender su cartera a
Central de Inversiones (CISA) cuando se haya iniciado el cobro coactivo. Se entenderá que ha
iniciado el cobro coactivo cuando se haya librado mandamiento de pago. Se exceptúa igualmente
la cartera proveniente de las operaciones de crédito público celebradas por la Nación, Ministerio
de Hacienda y Crédito Público y de la Unidad Administrativa Especial de Impuestos y Aduanas
Nacionales.

PARÁGRAFO 2o. La forma, los plazos para el traslado de los recursos que genere la gestión de
los activos a que se refiere el presente artículo, las condiciones para determinar los casos en que
un activo no es requerido por una entidad para el ejercicio de sus funciones, el valor de las
comisiones para la administración y/o comercialización serán reglamentados por el Gobierno
nacional.

PARÁGRAFO 3o. Los negocios que se celebren con Central de Inversiones (CISA) se realizarán
mediante contrato administrativo y bajo las condiciones que fije el modelo de valoración
definido por el Gobierno nacional para CISA.

PARÁGRAFO 4o. En los eventos en que la cartera sea de imposible recaudo por la prescripción
o caducidad de la acción, por la pérdida de fuerza ejecutoria del acto administrativo que le dio
origen o por la inexistencia probada del deudor o su insolvencia demostrada y por tanto no sea
posible ejercer los derechos de cobro o bien porque la relación costo-beneficio al realizar su
cobro no resulta eficiente; las entidades públicas ya señaladas, podrán realizar la depuración
definitiva de estos saldos contables, realizando un informe detallado de las causales por las
cuales se depura y las excluirá de la gestión, el Gobierno nacional reglamentará la materia.

Concordancias

Decreto 445 de 2017

Decreto Único 1068 de 2015; Título 2.5.6  

PARÁGRAFO 5o. Los inmuebles que se hubieran transferido por parte de las Entidades Públicas
a Central de Inversiones (ISA) en virtud del artículo 238 de la Ley 1450 de 2011 y del artículo 26
de la Le 1420 de 2010, que a la fecha de expedición de la presente ley no hayan sido enajenados
por CISA, podrán enajenarse por esta entidad de acuerdo a sus política y procedimientos. Los
recursos obtenidos por estas ventas así como los frutos de dichos bienes, se girarán al Ministerio
de Hacienda y Crédito Público al final de cada ejercicio por CISA una vez descontados los costos
asumidos por esta entidad así como la comisión por la venta fijada según sus políticas y



procedimientos.

Notas de Vigencia

- Artículo modificado por el artículo 163 de la Ley 1753 de 2015, 'por la cual se expide el
Plan Nacional de Desarrollo 2014-2018 “Todos por un nuevo país”', publicada en el Diario
Oficial No. 49.538 de 9 de junio de 2015.

El editor destaca la temporalidad de cuatro años de los planes de desarrollo, según puede
deducirse de lo establecido por la Constitución Política en sus artículos 339, 340, 341 y 342,
y por la Ley 152 de 1994 en los artículos 13, 14 y 25.    

Concordancias

Ley 1815 de 2016; Art. 108

Ley 1558 de 2012; Art. 22

Decreto 1778 de 2016  

Decreto Único 1068 de 2015;  Capítulo 2.5.2.3   

Decreto 47 de 2014  

Decreto 1510 de 2013; Art. 90

Resolución CONTADURÍA 469 de 2016      

Resolución CONTADURÍA 453 de 2012   

Legislación Anterior

Texto original de la Ley 1450 de 2011:

ARTÍCULO 238. A partir de la expedición de la presente ley, las entidades públicas del
orden nacional con excepción de las entidades financieras de carácter estatal, las Empresas
Industriales y Comerciales del Estado, las Sociedades de Economía Mixta y las entidades en
liquidación, tendrán un plazo de seis (6) meses para ceder la cartera con más de ciento
ochenta (180) días de vencida, al Colector de Activos Públicos –CISA para que este las
gestione. La cesión se hará mediante contrato interadministrativo en las condiciones que fije
el modelo de valoración que defina el Gobierno Nacional. La cartera de naturaleza coactiva y
la que no esté vencida, podrá ser entregada en administración a CISA.

Dentro del mismo plazo, las entidades a que se refiere el inciso anterior, transferirán a CISA,
a título gratuito y mediante acto administrativo, los inmuebles de su propiedad que se
encuentren saneados y que no requieran para el ejercicio de sus funciones, incluidos aquellos
que por acto público o privado sean sujetos de una destinación específica y que no estén
cumpliendo con tal destinación, para que CISA los transfiera a título gratuito a otras
entidades públicas o los comercialice. El Gobierno Nacional reglamentará las condiciones
bajo las cuales CISA podrá reasignar los bienes inmuebles que reciba a título gratuito,
señalando los criterios que debe cumplir la solicitud de la entidad que los requiera.

Los recursos derivados de la enajenación de dichos inmuebles, una vez deducidos los costos
de comisiones y gastos administrativos o de operación, serán girados por CISA directamente



a la Dirección de Crédito Público y Tesoro Nacional del Ministerio de Hacienda y Crédito
Público.

Aquellos inmuebles no saneados de propiedad de las entidades a que se refiere el presente
artículo, que sean susceptibles de ser enajenados, serán comercializados o administrados a
través de CISA mediante contrato interadministrativo.

PARÁGRAFO 1o. Vencido el plazo establecido en este artículo, las entidades públicas que
se encuentran obligadas en virtud de lo aquí ordenado, deberán ceder o transferir a CISA para
su comercialización los inmuebles que no requieran para el ejercicio de sus funciones, dentro
del año siguiente al que lo reciban. En el caso de las carteras, la cesión se deberá cumplir a
los ciento ochenta (180) días de vencida.

PARÁGRAFO 2o. La forma, los plazos para el traslado de los recursos que genere la gestión
de los activos a que se refiere el presente artículo, las condiciones para determinar los casos
en que un activo no es requerido por una entidad para el ejercicio de sus funciones, el valor
de las comisiones para la administración y/o comercialización y el modelo de valoración
serán reglamentados por el Gobierno Nacional.

PARÁGRAFO 3o. El registro de la transferencia de los inmuebles entre las entidades
públicas y CISA, estará exento de los gastos asociados a dicho acto.

PARÁGRAFO 4o. Igualmente, serán transferidos a CISA aquellos activos que habiendo sido
propiedad de Entidades Públicas del orden Nacional sometidas a procesos de liquidación ya
concluidos y que encontrándose en Patrimonios Autónomos de Remanentes, no hayan sido
enajenados, a pesar de haber sido esta la finalidad de su entrega al Patrimonio Autónomo
correspondiente.

El producto de la enajenación de estos activos una vez descontadas la comisión y los gastos
administrativos del Colector de Activos, será entregado al Patrimonio Autónomo respectivo,
para los efectos previstos en los correspondientes contratos de Fiducia.

PARÁGRAFO 5o. Se exceptúa de la aplicación de este artículo, la cartera proveniente de las
operaciones de crédito público celebradas por la Nación, Ministerio de Hacienda y Crédito
Público y de la Unidad Administrativa Especial de Impuestos y Aduanas Nacionales.

ARTÍCULO 239. ARANCEL JUDICIAL. Adiciónese un tercer inciso al artículo 4o de la Ley
1394 de 2010:

“Tampoco podrá cobrarse el arancel de que trata la presente ley al Colector de Activos Públicos
– CISA, cuando este intervenga como titular en procesos judiciales”.

Notas de Vigencia



- El texto de este artículo, al no haber sido derogado expresamente,  continuará vigente hasta
que sea derogado o modificado por norma posterior, según lo dispuesto por el artículo 336 de
la Ley 1955 de 2019, 'por el cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo 2018-2022. “Pacto
por Colombia, Pacto por la Equidad”', publicada en el Diario Oficial No. 50.964 de 25 de
mayo 2019.

- El texto de este artículo, al no haber sido derogado expresamente,  continuará vigente hasta
que sea derogado o modificado por norma posterior, según lo dispuesto por el artículo 267 de
la Ley 1753 de 2015, 'por la cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo 2014-2018 “Todos
por un nuevo país”', publicada en el Diario Oficial No. 49.538 de 9 de junio de 2015.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Artículo declarado EXEQUIBLE, por el cargo de violación del principio de unidad de
materia, por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-363-12 de 16 de mayo de 2012,
Magistrado Ponente Dr. Luis Ernesto Vargas Silva.

ARTÍCULO 240. SISTEMA ADMINISTRATIVO CONTABLE. En desarrollo de los
principios de transparencia, eficiencia, eficacia, participación, publicidad, seguridad jurídica e
igualdad, el Gobierno Nacional establecerá un sistema de coordinación institucional que persiga
el logro de los objetivos de la Ley 1314 de 2009 de expedir normas contables, de información
financiera y de aseguramiento de la información que conformen un sistema único y homogéneo
de alta calidad dirigido hacia la convergencia con estándares internacionales de aceptación
mundial.

El desarrollo de este sistema tendrá en cuenta los roles de cada una de las autoridades que
participen en la creación de normas de contabilidad, información financiera y aseguramiento de
la información según el esquema fijado en las Leyes 298 de 1996 y 1314 de 2009 que distingue
entre autoridades de regulación, supervisión y normalización técnica.

En concordancia con el artículo 16 de la Ley 1314 de 2009, las entidades que hayan adelantando
o estén adelantando procesos de convergencia con normas internacionales de contabilidad, de
información financiera y de aseguramiento de la información no podrán exigir su aplicación
hasta tanto el Consejo Técnico de la Contaduría Pública las revise, para asegurar su concordancia
con las normas expedidas por el Ministerio de Hacienda y Crédito Público y de Comercio
Industria y Turismo a las que hace referencia la Ley 1314 de 2009.

Notas de Vigencia



- El texto de este artículo, al no haber sido derogado expresamente,  continuará vigente hasta
que sea derogado o modificado por norma posterior, según lo dispuesto por el artículo 336 de
la Ley 1955 de 2019, 'por el cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo 2018-2022. “Pacto
por Colombia, Pacto por la Equidad”', publicada en el Diario Oficial No. 50.964 de 25 de
mayo 2019.

- El texto de este artículo, al no haber sido derogado expresamente,  continuará vigente hasta
que sea derogado o modificado por norma posterior, según lo dispuesto por el artículo 267 de
la Ley 1753 de 2015, 'por la cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo 2014-2018 “Todos
por un nuevo país”', publicada en el Diario Oficial No. 49.538 de 9 de junio de 2015.

ARTÍCULO 241. Se autoriza al Gobierno Nacional para que expida reglamentación en la que
los docentes y directivos docentes que fueron vinculados al servicio educativo con posterioridad
al 1o de enero de 1990 y se encuentren afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones del
Magisterio, puedan trasladarse voluntariamente al Fondo Nacional de Ahorro, en los términos de
la Ley 432 de 1998.

Notas de Vigencia

- El texto de este artículo, al no haber sido derogado expresamente,  continuará vigente hasta
que sea derogado o modificado por norma posterior, según lo dispuesto por el artículo 336 de
la Ley 1955 de 2019, 'por el cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo 2018-2022. “Pacto
por Colombia, Pacto por la Equidad”', publicada en el Diario Oficial No. 50.964 de 25 de
mayo 2019.

- El texto de este artículo, al no haber sido derogado expresamente,  continuará vigente hasta
que sea derogado o modificado por norma posterior, según lo dispuesto por el artículo 267 de
la Ley 1753 de 2015, 'por la cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo 2014-2018 “Todos
por un nuevo país”', publicada en el Diario Oficial No. 49.538 de 9 de junio de 2015.
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